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PROYECTO DE LEY Nº _______ de 2021 Cámara 

 
“POR LA CUAL SE INCLUYE LA REPRESENTACIÓN Y PARTICIPACIÓN DE LOS 
JÓVENES EN EL SISTEMA NACIONAL DE PLANEACIÓN Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 
 

El Congreso de la República de Colombia 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1º. Objeto. Garantizar la participación de los jóvenes y sus expresiones organizativas en 
el proceso de convocatoria, designación y cumplimiento de las funciones del Consejo Nacional 
de Planeación y de los Consejos Territoriales de Planeación en los departamentos, distritos y 
municipios. De igual forma, el proyecto adiciona una función al Consejo Nacional de Planeación, 
para que éste defina un mecanismo de seguimiento a la implementación del Plan Nacional de 
Desarrollo. 
 
Artículo 2º. Adiciónese el numeral 8 junto con su parágrafo al artículo 9 de la Ley Orgánica 152 
de 1994, la cual quedará de la siguiente forma: 
 
8. Cuatro (4) en representación de los jóvenes, los cuales serán elegidos de ternas que presente 
el Consejo Nacional de Juventud y demás organizaciones de jóvenes con trayectoria nacional 
determinadas a partir de un reconocimiento jurídico o social.  

 
Parágrafo. El reconocimiento social de las organizaciones de jóvenes será verificado y certificado 
por el Ministerio del Interior, entidad que reglamentará los requisitos de certificación. 
 
Artículo 3º. El artículo 10 de la Ley 152 de 1994 quedará así: 
 
Artículo 10. Calidades y periodos. Para efectos de la designación de los integrantes del Consejo 
Nacional de Planeación, se tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios: 
 
El estar o haber estado vinculado a las actividades del respectivo sector o territorio y poseer 
conocimientos técnicos o experiencia en los asuntos del sector o región que se trate. 
 
Los integrantes del Consejo Nacional de Planeación serán designados para un período de ocho 
años y la mitad de sus miembros será renovado cada cuatro años. En el evento en que el número 
de integrantes del Consejo sea impar, el número de integrantes que será renovado será el 
equivalente al que resulte de aproximar el cociente al número entero siguiente. 
 
Parágrafo. Los representantes de los jóvenes ante el Consejo Nacional de Planeación se 
renovarán cada cuatro (4) años. 
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Artículo 4°. Adiciónese el numeral 6 al artículo 12 de la Ley 152 de 1994, el cual quedará así: 
 
6. Definir un mecanismo de seguimiento a la implementación del Plan Nacional de Desarrollo. 
 
Artículo 5º. El artículo 34 de la Ley 152 de 1994 quedará así: 
 
Artículo 34. Consejos Territoriales de Planeación. Los Consejos Territoriales de Planeación del 
orden departamental, distrital o municipal, estarán integrados por las personas que designe el 
Gobernador o el Alcalde de las ternas que presenten las correspondientes autoridades y 
organizaciones, de acuerdo con la composición que definan las Asambleas o Concejos, según 
sea el caso. 
 
Los Consejos Territoriales de las nuevas categorías de entidades territoriales que se creen en 
desarrollo de la Constitución vigente, estarán integrados por las personas que designe su máxima 
autoridad administrativa, de las ternas que presenten las correspondientes autoridades y 
organizaciones, de acuerdo con la composición que definan los organismos que fueren 
equivalentes a las corporaciones administrativas existentes en los Departamentos o Municipios. 
 
Dichos Consejos, como mínimo, deberán estar integrados por representantes de su jurisdicción 
territorial de los sectores económicos, sociales, ecológicos, educativos, culturales, comunitarios 
y de jóvenes. 
 
El Consejo Consultivo de Planificación de los territorios indígenas, estará integrado por las 
autoridades indígenas tradicionales y por representantes de todos los sectores de las 
comunidades, designados éstos por el Consejo Indígena Territorial, de ternas que presenten cada 
uno de los sectores de las comunidades o sus organizaciones. 
 
Con el fin de articular la planeación departamental con la municipal, en el Consejo Departamental 
de planeación participarán representantes de los municipios. 
 
Parágrafo: En la elección de los representantes de los jóvenes ante los Consejos 
Departamentales, Distritales y Municipales de planeación, se garantizará la participación de los 
Consejos Departamentales de Juventud y los Consejos Municipales de Juventud, de acuerdo con 
su ámbito de competencia. 
 
Cuando se presenten organizaciones sociales de jóvenes para ser incluidas como representantes 
ante los Consejos Departamentales de Planeación y Consejos Municipales de Planeación, las 
Secretarías Departamentales del Interior y Secretarías Municipales de Gobierno, 
respectivamente, otorgarán el reconocimiento social de las organizaciones, de acuerdo con la 
reglamentación expedida por cada entidad territorial para tal fin. 
 
Artículo 6º. Esta Ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias. 
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Firman los Honorables Congresistas: 
 
 

HORACIO JOSÉ SERPA MONCADA   FABIO RAÚL AMÍN SALEME 
Senador       Senador 
 

 
 
 
 
 

LUIS FERNANDO VELASCO CHÁVES   GUILLERMO GARCÍA REALPE 
Senador       Senador 

 
 
 
 
 
 
 

MAURICIO GÓMEZ AMÍN     RODRIGO VILLALBA MOSQUERA 
Senador       Senador 
 

 
 

 
 
 
 

ANTONIO LUIS ZABARAIN GUEVARA   JUAN FERNANDO REYES KURI 
Senador       Representante a la Cámara 
 
 

  
IVÁN DARÍO AGUDELO ZAPATA    ANDRES DAVID CALLE AGUAS 
Senador       Representante a la Cámara 

!
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CARLOS ARDILA ESPINOSA    RODRIGO ARTURO ROJAS LARA 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 

 
  

 
ELIZABETH JAY-PANG DÍAZ     OSCAR HERNÁN SÁNCHEZ LEÓN 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 

 
 
 
 
 

HERNÁN GUSTAVO ESTUPIÑAN CALVACHE   ALEJANDRO ALBERTO VEGA PÉREZ 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 
 
 
 
 
DAVID ERNESTO PULIDO NOVOA     HARRY GIOVANNY GONZÁLEZ GARCÍA 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 

 
 

 
 

JOSÉ DANIEL LÓPEZ JIMÉNEZ 
Representante a la Cámara 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO Nº _______ de 2021 Cámara 
 

“POR LA CUAL SE INCLUYE LA REPRESENTACIÓN Y PARTICIPACIÓN DE LOS 
JÓVENES EN EL SISTEMA NACIONAL DE PLANEACIÓN Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES’ 
 
 
OBJETO: 
 
Garantizar la participación de los jóvenes y sus expresiones organizativas en el proceso de 
convocatoria, designación y cumplimiento de las funciones del Consejo Nacional de Planeación 
y de los Consejos Territoriales de Planeación en los departamentos, distritos y municipios. 
 
La representación de los jóvenes ante esta instancia de planeación en el orden nacional y 
territorial, respectivamente, busca incidir en el mejoramiento de la participación de los jóvenes en 
la toma de decisiones públicas, en general, así como también en la inclusión social y productiva 
de esta población a través de programas y proyectos que incluya al gobierno nacional, 
departamental, distrital y municipal, según corresponda. 
 
De igual forma, el proyecto adiciona una función al Consejo Nacional de Planeación, para que 
éste defina un mecanismo de seguimiento a la implementación del Plan Nacional de Desarrollo. 
 
ANTECEDENTES: 
 
Este Proyecto de Ley se radica por segunda vez en la Cámara de Representantes. En la primera 
ocasión fue radicado con el número 223 de 2019 con autoría del Senador Horacio José Serpa 
junto a los siguientes Congresistas: Julian Peinado Ramirez, Alejandro Alberto Vega Pérez, 
Andres David Calle Aguas, Victor Manuel Ortiz Joya, Fabio Fernando Arroyave Rivas, Juan 
Fernando Reyes Kuri, Rodrigo Arturo Rojas Lara, Jezmi Lizeth Barraza Arraut, Alvaro Henry 
Monedero Rivera, Jose Luis Correa Lopez, Carlos Adolfo Ardila Espinosa, Hernán Gustavo 
Estupiñan Calvache, Adriana Gómez Millán, Elizabeth Jay-Pang Díaz, Edgar Alfonso Gómez 
Román, y los Senadores Miguel Angel Pinto Hernandez, Fabio Raul Amin Saleme, Andrés Cristo 
Bustos, Mauricio Gómez Amin, Laura Esther Fortich Sanchez, Julian Bedoya Pulgarin, Guillermo 
García Realpe, Lidio García Turbay, Luis Fernando Velasco Chaves. 
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El Proyecto de Ley fue enviado a la Comisión Tercera Constitucional Permanente y la mesa 
directiva designó a los siguientes ponentes: H.R. Victor Manuel Ortiz Joya, H.R. Fabio Fernando 
Arroyave Rivas, H.R. Christian Munir Garces Aljure y H.R. Wadith Alberto Manzur. Los ponentes 
rindieron informe de ponencia positiva y la iniciativa fue aprobada en primer debate el 03 de abril 
de 2019. No obstante radicada la ponencia positiva para segundo debate de este Proyecto de 
Ley, no fue discutida en la plenaria de la Cámara de Representantes, razón por la cual se archivó 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 190 de la Ley 5 de 1992. 
 
MARCO CONSTITUCIONAL: 
 
CAPITULO II. DE LOS PLANES DE DESARROLLO 
 
ARTICULO 339. Inciso 1º. Modificado por el artículo 2º. del Acto Legislativo 3 de 2011. Habrá un 
Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las 
entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos 
nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 
estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán 
adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos 
plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la 
especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que 
garantice la sostenibilidad fiscal. 
 
Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre ellas y el gobierno 
nacional, planes de desarrollo, con el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el 
desempeño adecuado de las funciones que les hayan sido asignadas por la Constitución y la ley. 
Los planes de las entidades territoriales estarán conformados por una parte estratégica y un plan 
de inversiones de mediano y corto plazo. 
 
ARTICULO 340. Habrá un Consejo Nacional de Planeación integrado por representantes de las 
entidades territoriales y de los sectores económicos, sociales, ecológicos, comunitarios y 
culturales. El Consejo tendrá carácter consultivo y servirá de foro para la discusión del Plan 
Nacional de Desarrollo. 
 
Los miembros del Consejo Nacional serán designados por el Presidente de la República de listas 
que le presenten las autoridades y las organizaciones de las entidades y sectores a que se refiere 
el inciso anterior, quienes deberán estar o haber estado vinculados a dichas actividades. Su 
período será de ocho años y cada cuatro se renovará parcialmente en la forma que establezca la 
ley. 
 
En las entidades territoriales habrá también consejos de planeación, según lo determine la ley. 
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El Consejo Nacional y los consejos territoriales de planeación constituyen el Sistema Nacional de 
Planeación. 
 
ARTICULO 341. El gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de 
las autoridades de planeación, de las entidades territoriales y del Consejo Superior de la 
Judicatura y someterá el proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de 
Planeación; oída la opinión del Consejo procederá a efectuar las enmiendas que considere 
pertinentes y presentará el proyecto a consideración del Congreso, dentro de los seis meses 
siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo. 
 
Con fundamento en el informe que elaboren las comisiones conjuntas de asuntos económicos, 
cada corporación discutirá y evaluará el plan en sesión plenaria. Los desacuerdos con el 
contenido de la parte general, si los hubiere, no serán obstáculo para que el gobierno ejecute las 
políticas propuestas en lo que sea de su competencia. No obstante, cuando el gobierno decida 
modificar la parte general del plan deberá seguir el procedimiento indicado en el artículo siguiente. 
 
El Plan Nacional de Inversiones se expedirá mediante una ley que tendrá prelación sobre las 
demás leyes; en consecuencia, sus mandatos constituirán mecanismos idóneos para su 
ejecución y suplirán los existentes sin necesidad de la expedición de leyes posteriores, con todo, 
en las leyes anuales de presupuesto se podrán aumentar o disminuir las partidas y recursos 
aprobados en la ley del plan. Si el Congreso no aprueba el Plan Nacional de Inversiones Públicas 
en un término de tres meses después de presentado, el gobierno podrá ponerlo en vigencia 
mediante decreto con fuerza de ley. 
 
El Congreso podrá modificar el Plan de Inversiones Públicas siempre y cuando se mantenga el 
equilibrio financiero. Cualquier incremento en las autorizaciones de endeudamiento solicitadas 
en el proyecto gubernamental o inclusión de proyectos de inversión no contemplados en él, 
requerirá el visto bueno del Gobierno Nacional. 
 
ARTICULO 342. La correspondiente ley orgánica reglamentará todo lo relacionado con los 
procedimientos de elaboración, aprobación y ejecución de los planes de desarrollo y dispondrá 
los mecanismos apropiados para su armonización y para la sujeción a ellos de los presupuestos 
oficiales. Determinará, igualmente, la organización y funciones del Consejo Nacional de 
Planeación y de los consejos territoriales, así como los procedimientos conforme a los cuales se 
hará efectiva la participación ciudadana en la discusión de los planes de desarrollo, y las 
modificaciones correspondientes, conforme a lo establecido en la Constitución. 
 
ARTICULO 343. La entidad nacional de planeación que señale la ley, tendrá a su cargo el diseño 
y la organización de los sistemas de evaluación de gestión y resultados de la administración 
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pública, tanto en lo relacionado con políticas como con proyectos de inversión, en las condiciones 
que ella determine. 
 
ARTICULO 344. Los organismos departamentales de planeación harán la evaluación de gestión 
y resultados sobre los planes y programas de desarrollo e inversión de los departamentos y 
municipios, y participarán en la preparación de los presupuestos de estos últimos en los términos 
que señale la ley. 
 
En todo caso el organismo nacional de planeación, de manera selectiva, podrá ejercer dicha 
evaluación sobre cualquier entidad territorial. 
 
MARCO LEGAL: 
 

Ley 152 de 1994 por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo. 
 
Artículo 1°. Propósitos. La presente Ley tiene como propósito establecer los procedimientos y 
mecanismos para la elaboración, aprobación, ejecución, seguimiento, evaluación y control de los 
planes de desarrollo, así como la regulación de los demás aspectos contemplados por el artículo 
342, y en general por el capítulo 2° del título XII de la Constitución Política y demás normas 
constitucionales que se refieren al plan de desarrollo y la planificación. 
 
Artículo 2°. Ambito de Aplicación. La Ley orgánica del Plan de Desarrollo se aplicará a la Nación, 
las entidades territoriales y los organismos públicos de todo orden. 
 
Artículo 3°. Principios generales. Los principios generales que rigen las actuaciones de las 
autoridades nacionales, regionales y territoriales, en materia de planeación son: 
 

a) Autonomía. La Nación y las entidades territoriales ejercerán libremente sus funciones en 
materia de planificación con estricta sujeción a las atribuciones que a cada una de ellas 
se les haya específicamente asignado en la Constitución y la ley, así como a las 
disposiciones y principios contenidos en la presente Ley orgánica. 

b) Ordenación de competencias. En el contenido de los planes de desarrollo se tendrán en 
cuenta, para efectos del ejercicio de las respectivas competencias, la observancia de los 
criterios de concurrencia, complementariedad y subsidiariedad. 

c) Coordinación. Las autoridades de planeación del orden nacional, regional y de las 
entidades territoriales, deberán garantizar que exista la debida armonía y coherencia entre 
las actividades que realicen a su interior y en relación con las demás instancias 
territoriales, para efectos de la formulación, ejecución y evaluación de sus planes de 
desarrollo. 
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d) Consistencia. Con el fin de asegurar la estabilidad macroeconómica y financiera, los 
planes de gasto derivados de los planes de desarrollo deberán ser consistentes con las 
proyecciones de ingresos y de financiación, de acuerdo con las restricciones del programa 
financiero del sector público y de la programación financiera para toda la economía que 
sea congruente con dicha estabilidad. 

e) Prioridad del gasto público social. Para asegurar la consolidación progresiva del bienestar 
general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población, en la elaboración, 
aprobación y ejecución de los planes de desarrollo de la Nación y de las entidades 
territoriales se deberá tener como criterio especial en la distribución territorial del gasto 
público el número de personas con necesidades básicas insatisfechas, la población y la 
eficiencia fiscal y administrativa, y que el gasto público social tenga prioridad sobre 
cualquier otra asignación. 

f) Continuidad. Con el fin de asegurar la real ejecución de los planes, programas y proyectos 
que se incluyan en los planes de desarrollo nacionales y de las entidades territoriales, las 
respectivas autoridades de planeación propenderán porque aquéllos tengan cabal 
culminación. 

g) Participación. Durante el proceso de discusión de los planes de desarrollo, las autoridades 
de planeación velarán porque se hagan efectivos los procedimientos de participación 
ciudadana previstos en la presente Ley. 

h) Sustentabilidad Ambiental. Para posibilitar un desarrollo socio-económico en armonía con 
el medio natural, los planes de desarrollo deberán considerar en sus estrategias, 
programas y proyectos, criterios que les permitan estimar los costos y beneficios 
ambientales para definir las acciones que garanticen a las actuales y futuras generaciones 
una adecuada oferta ambiental. 

i) Desarrollo armónico de las regiones. Los planes de desarrollo propenderán por la 
distribución equitativa de las oportunidades y beneficios como factores básicos de 
desarrollo de las regiones. 

j) Proceso de planeación. El plan de desarrollo establecerá los elementos básicos que 
comprendan la planificación como una actividad continua, teniendo en cuenta la 
formulación, aprobación, ejecución, seguimiento y evaluación. 

k) Eficiencia. Para el desarrollo de los lineamientos del plan y en cumplimiento de los planes 
de acción se deberá optimizar el uso de los recursos financieros, humanos y técnicos 
necesarios, teniendo en cuenta que la relación entre los beneficios y costos que genere 
sea positiva. 

l) Viabilidad. Las estrategias programas y proyectos del plan de desarrollo deben ser 
factibles de realizar, según, las metas propuestas y el tiempo disponible para alcanzarlas, 
teniendo en cuenta la capacidad de administración, ejecución y los recursos financieros a 
los que es posible acceder. 

m) Coherencia. Los programas y proyectos del plan de desarrollo deben tener una relación 
efectiva con las estrategias y objetivos establecidos en éste; 
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n) Conformación de los planes de desarrollo. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
339 de la Constitución Nacional, los planes de desarrollo de los niveles nacional y 
territorial estarán conformados por una parte general de carácter estratégico y por un plan 
de inversiones de carácter operativo. Para efectos de la elaboración de los planes de 
inversión y con el propósito de garantizar coherencia y complementariedad en su 
elaboración, la Nación y las entidades territoriales deberán en mantener actualizados 
bancos de programas y de proyectos, 
Parágrafo. Para efecto de lo previsto en el literal d) de este artículo se entiende por: 
Concurrencia. Cuando dos o más autoridades de planeación deban desarrollar 
actividades en conjunto hacia un propósito común, teniendo facultades de distintos niveles 
su actuación deberá ser oportuna y procurando la mayor eficiencia y respetándose 
mutuamente los fueros de competencia de cada una de ellas. 
Subsidiariedad. Las autoridades de planeación del nivel más amplio deberán apoyar 
transitoriamente a aquellas que carezcan de capacidad técnica para la preparación 
oportuna del plan de desarrollo. 
Complementariedad. En el ejercicio de las competencias en materia de planeación las 
autoridades actuarán colaborando con las otras autoridades, dentro de su órbita funcional 
con el fin de que el desarrollo de aquéllas tenga plena eficacia. 

 
Artículo 4°. Conformación del Plan Nacional de Desarrollo. De conformidad con lo dispuesto por 
el articulo 339 de la Constitución Política, el Plan Nacional de Desarrollo estará conformado por 
una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. 
 
Artículo 8°. Autoridades e instancias nacionales de planeación. Son autoridades nacionales de 
planeación: 
 

1. El Presidente de la República, quien es el máximo orientador de la planeación nacional. 
2. El Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) y el Conpes Social. 
3. El Departamento Nacional de Planeación, que ejercerá la secretaría del Conpes y así 

mismo desarrollará las orientaciones de planeación impartidas por el Presidente de la 
República, y coordinará el trabajo de formulación del plan con los ministerios, 
departamentos administrativos, entidades territoriales, las regiones administrativas y de 
planificación. 

4. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que velará por la consistencia de los aspectos 
presupuestales del plan con las leyes anuales de presupuesto. 

5.  Los demás Ministerios y Departamentos Administrativos en su ámbito funcional, 
conforme a las orientaciones de las autoridades precedentes. 

 
Son instancias nacionales de planeación:  
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1. El Congreso de la República. 
2. El Consejo Nacional de Planeación. 

 
Artículo 9°. Consejo Nacional de Planeación. El Consejo Nacional de Planeación será convocado 
por el Gobierno a conformarse una vez el Presidente haya tomado posesión de su cargo, y estará 
integrado por aquellas personas designadas por el Presidente de la República, de listas que le 
presenten las correspondientes autoridades y organizaciones, así: 
 
1. En representación de las entidades territoriales sus máximas autoridades administrativas así: 
 
Cuatro (4) por los municipios y distritos, cuatro (4) por las provincias que llegaren a convertirse 
en entidades territoriales, cinco (5) por los departamentos, uno por las entidades territoriales 
indígenas y uno (1) por cada región que llegare a conformarse en desarrollo de lo previsto por el 
artículo 307 de la Constitución Política. 
 
Parágrafo. La representación de los municipios y distritos, las provincias y departamentos, será 
correspondiente con la jurisdicción territorial de cada uno de los actuales Corpes, según ternas 
que por cada una de dichas jurisdicciones presenten para el efecto. 
 
Para estos propósitos, deberá tenerse en cuenta que los gobernadores que se designen 
provengan de departamentos distintos a los que pertenezcan los alcaldes que representen a los 
municipios y distritos. 
 
Este criterio también se aplicará para el caso de las provincias. 
 
2. Cuatro (4) en representación de los sectores económicos, escogidos de ternas que elaborarán 
y presentarán las organizaciones jurídicamente reconocidas que agremien y asocien a los 
industriales, los productores agrarios, el comercio, las entidades financieras y aseguradoras, 
microempresarios y las empresas y entidades de prestación de servicios. 
 
3. Cuatro (4) en representación de los sectores sociales, escogidos de ternas que elaborarán y 
presentarán las organizaciones jurídicamente reconocidas que agremien o asocien a los 
profesionales, campesinos, empleados, obreros, trabajadores independientes e informales. 
 
4. Dos (2) en representación del sector educativo y cultural, escogido de terna que presenten las 
agremiaciones nacionales jurídicamente reconocidas de las universidades, las organizaciones 
jurídicamente reconocidas que agrupen a nivel nacional instituciones de educación primaria y 
secundaria de carácter público o privado, las organizaciones nacionales legalmente constituidas, 
cuyo objeto sea el desarrollo científico, técnico o cultural y las organizaciones que agrupen a nivel 
nacional los estudiantes universitarios. 
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Parágrafo. Habrá por lo menos un (1) representante del sector universitario. 
 
5. Uno (1) en representación del sector ecológico, escogido de tema que presenten las 
organizaciones jurídicamente reconocidas cuyo objeto sea la protección y defensa de los 
recursos naturales y del medio ambiente. 
 
6. Uno (1) en representación del sector comunitario escogido de terna que presenten las 
agremiaciones nacionales, de asociaciones comunitarias con personería jurídica. 
 
7. Cinco (5) en representación de los indígenas, de las minorías étnicas y de las mujeres; de los 
cuales uno (1) provendrá de los indígenas, uno (1) de las comunidades negras, otro de las 
comunidades isleñas raizales del archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, 
escogidos de ternas que presenten las organizaciones nacionales jurídicamente reconocidas que 
los agrupen, y dos (2) mujeres escogidas de las organizaciones no Gubernamentales. 
 
Parágrafo. El Gobierno establecerá el procedimiento para la presentación de las listas de las 
diversas organizaciones y entidades a que se refiere el presente artículo para la conformación 
del Consejo Nacional de Planeación, así como los criterios para su organización y los elementos 
básicos del reglamento para su funcionamiento. 
 
Artículo 11. Designación por parte del Presidente. Una vez que las organizaciones de las 
autoridades y sectores a que se refiere el artículo anterior presenten las ternas correspondientes 
a consideración del Presidente de la República, éste procederá a designar los miembros del 
Consejo Nacional de Planeación siguiendo como criterio principal de designación, el previsto en 
el artículo 10 de la presente Ley. Si transcurrido un (1) mes desde la fecha en que hubiere sido 
convocado a conformarse el Consejo Nacional de Planeación, el Presidente de la República no 
hubiere recibido la totalidad de las ternas de candidatos, designará los que falten sin más 
requisitos que la observancia de los criterios de designación previstos en la Constitución y la ley. 
 
Artículo 12. Funciones del Consejo Nacional de Planeación. Son funciones del Consejo Nacional 
de Planeación: 
 

1. Analizar y discutir el proyecto del Plan Nacional de Desarrollo. 
2. Organizar y coordinar una amplia discusión nacional sobre el proyecto del Plan Nacional 

de Desarrollo, mediante la organización de reuniones nacionales y regionales con los 
Consejos Territoriales de Planeación en las cuales intervengan los sectores económicos, 
sociales, ecológicos, comunitarios y culturales, con el fin de garantizar efizcazmente la 
participación ciudadana de acuerdo con el artículo 342 de la Constitución Política. 
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3. Absolver las consultas que, sobre el Plan Nacional de Desarrollo, formule el Gobierno 
Nacional o las demás autoridades de planeación durante la discusión del proyecto del 
plan. 

4. Formular recomendaciones a las demás autoridades y organismos de planeación sobre 
el contenido y la forma del Plan. 

5. Conceptuar sobre el proyecto del Plan de Desarrollo elaborado por el Gobierno. 
 
Parágrafo. El Departamento Nacional de Planeación prestará al Consejo el apoyo administrativo 
y logístico que sea indispensable para su funcionamiento. 
 
Artículo 33. Autoridades e instancias de planeación en las entidades territoriales. Son autoridades 
de planeación en las entidades territoriales: 
 

1. El Alcalde o Gobernador, que será el máximo orientador de la planeación en la respectiva 
entidad territorial. 

2. El Consejo de Gobierno Municipal, Departamental o Distrital, o aquellas dependencias 
equivalentes dentro de la estructura administrativa de las entidades territoriales que 
llegaren a surgir en aplicación de las normas constitucionales que autoricen su creación. 

3. La Secretaría, Departamento Administrativo u Oficina de Planeación, que desarrollará las 
orientaciones de planeación impartidas por el Alcalde o Gobernador, dirigirá y coordinará 
técnicamente el trabajo de formulación del Plan con las Secretarías y Departamentos 
Administrativos, y las entidades descentralizadas departamentales o nacionales que 
operen en la jurisdicción. 

4. Las demás Secretarías, Departamentos Administrativos u Oficinas especializadas en su 
respectivo ámbito funcional, de acuerdo con las orientaciones de las autoridades 
precedentes. 

 
Son instancias de planeación en las entidades territoriales: 
 

1. Las Asambleas Departamentales, los Concejos Municipales, Distritales y las Entidades 
Territoriales Indígenas, respectivamente.  

2. Los Consejos Territoriales de Planeación Municipal, Departamental, Distrital, o de las 
Entidades Territoriales Indígenas, y aquellas dependencias equivalentes dentro de la 
estructura administrativa de las entidades territoriales que llegaren a surgir en aplicación 
de las normas constitucionales que autorizan su creación. 

 
Parágrafo. Si surgieren nuevas entidades territoriales, las dependencias que dentro de sus 
estructuras se creen y sean equivalentes a las citadas en el presente artículo, tendrán el mismo 
carácter funcional respecto de aquellas. 
 

 
 
 
 

H O R A C I O   J O S É   S E R P A    M O N C A D A  
Senador de la Republica 

 

Calle 10 No 7-00 Capitolio Nacional Primer Piso- Teléfonos 382 5490 – 382 5491 

Artículo 34. Consejos Territoriales de Planeación. Los Consejos Territoriales de Planeación del 
orden departamental, distrital o municipal, estarán integrados por las personas que designe el 
Gobernador o el Alcalde de las ternas que presenten las correspondientes autoridades y 
organizaciones, de acuerdo con la composición que definan las Asambleas o Concejos, según 
sea el caso. 
 
Los Consejos Territoriales de las nuevas categorías de entidades territoriales que se creen en 
desarrollo de la Constitución vigente, estarán integrados por las personas que designe su máxima 
autoridad administrativa, de las ternas que presenten las correspondientes autoridades y 
organizaciones, de acuerdo con la composición que definan los organismos que fueren 
equivalentes a las corporaciones administrativas existentes en los Departamentos o Municipios. 
 
Dichos Consejos, como mínimo, deberán estar integrados por representantes de su jurisdicción 
territorial de los sectores económicos, sociales, ecológicos, educativos, culturales y comunitarios. 
 
El Consejo Consultivo de Planificación de los territorios indígenas, estará integrado por las 
autoridades indígenas tradicionales y por representantes de todos los sectores de las 
comunidades, designados éstos por el Consejo Indígena Territorial, de ternas que presenten cada 
uno de los sectores de las comunidades o sus organizaciones. 
 
Con el fin de articular la planeación departamental con la municipal, en el Consejo Departamental 
de planeación participarán representantes de los municipios. 
 
Artículo 35. Funciones de los Consejos Territoriales de Planeación. Son funciones de los 
Consejos Territoriales de Planeación las mismas definidas para el Consejo Nacional, en cuanto 
sean compatibles sin detrimento de otras que le asignen las respectivas corporaciones 
administrativas. 
 
Parágrafo. La dependencia de planeación de la correspondiente entidad territorial prestará al 
respectivo Consejo, el apoyo administrativo y logístico que sea indispensable para su 
funcionamiento. 
 
Artículo 36. En materia de elaboración, aprobación, ejecución, seguimiento y evaluación de los 
planes de desarrollo de las entidades territoriales, se aplicarán, en cuanto sean compatibles, las 
mismas reglas previstas en esta Ley para el Plan Nacional de Desarrollo. 
 
CONSIDERACIONES SOBRE EL PROYECTO DE LEY: 
 
El problema que se busca impactar a través de la representación de los jóvenes en el Consejo 
Nacional de Planeación y los Consejos Territoriales de Planeación en los departamentos, distritos 
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y municipios, es la escasa representación de las expresiones organizativas de este grupo 
poblacional en el proceso de formulación, implementación y seguimiento de los Planes de 
Desarrollo. 
 
La iniciativa legislativa que se presenta a consideración del Congreso de la República encuentra 
su justificación en la necesidad de mejorar la calidad de vida de los jóvenes colombianos a través 
de la representación de este grupo poblacional en el Consejo Nacional de Planeación y los 
Consejos Territoriales de Planeación de los departamentos, distritos y municipios, como 
instancias de planeación con capacidad de incidir en la formulación de los planes, programas y 
proyectos dirigidos a fortalecer la inclusión social y productiva de este grupo poblacional. 
 
Con esta medida se busca incidir en el contenido de los planes, programas y proyectos que 
requiere la población joven del país, mediante el fortalecimiento de una instancia de planeación 
nacional y territorial. A través de esta medida se otorga a los jóvenes colombianos el 
reconocimiento como sujetos prioritarios para la planeación en sociedad, que se expresa a través 
de la participación en el Consejo Nacional de Planeación y los Consejos Territoriales de 
Planeación en los departamentos, distritos y municipios. 
 
Los jóvenes representan cerca de la tercera parte de la población en Colombia, con una tendencia 
de crecimiento sostenido a través de las últimas décadas. Según información del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística – DANE, para el año 2020 hubo 12.745.832 jóvenes entre 
14 y 28 años en Colombia. 

 
Gráfica 1. 

 
Elaboración propia a partir de estimaciones 1985-2020 de grupos quinquenales de edad. DANE. 
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PARTICIPACIÓN DE LOS JÓVENES EN LA TOMA DE DECISIONES PÚBLICAS: 
 
El DANE presentó los resultados de la Encuesta de Cultura Política del año 2017, en la cual se 
evidencia la magnitud de la problemática de representación y participación política en la toma de 
decisiones públicas, sumados al problema de desconfianza generalizada que perciben los 
ciudadanos en las instituciones públicas y sus funcionarios. Es necesario aclarar que si bien la 
encuesta arroja resultados preocupantes en todos los rangos de edad, se observa prevalencia 
de las problemáticas de cultura política entre el grupo más joven que respondió la encuesta.  
 
Esta encuesta permite extrapolar el panorama observado en la muestra de 25.945 personas 
mayores de 18 años, en el cual se encuentra que solo el 40% de los ciudadanos han hecho uso 
de alguno de los mecanismos de participación ciudadana en el último año y que la proporción 
más baja por grupos etarios es la comprendida entre 18 y 25 años.  
 

Gráfica 4. 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la ‘Encuesta de cultura política’. DANE. 2017. 

 
En términos generales, ninguno de los espacios de participación ciudadana existentes resultó ser 
de conocimiento de más de un 40% de la población. El mejor resultado se obtuvo al preguntar 
por las veedurías ciudadanas, con un 36,6% de los encuestados que declararon conocerlas. 
 
En el caso de los jóvenes entre 18 y 25 años, se destaca el poco conocimiento que tiene este 
grupo poblacional sobre algunos espacios de participación ciudadana como los Consejos de 
Juventud y las Plataformas de Juventud (un 79,9% no los conoce), así como también, el poco 
conocimiento de los Consejos de Planeación a nivel nacional, departamental, distrital y municipal 
(el 83,4% manifestó no conocerlos). 
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Tabla 3. 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la ‘Encuesta de cultura política’. DANE. 2017. 

 
Al estudiar la información de la ‘Encuesta de Cultura Política’ relacionada con la abstención 
electoral, se encontró que el 38% de la población entre 18 y 25 años de edad nunca vota y que 
solo el 39% siempre lo hace. 
 

Tabla 4. 
Proporción de personas que votan cuando hay elecciones 

  Total 18 a 25 26 a 40 41 a 64 65 y más 
  % % % % % 

Siempre 
vota 

59,2 39,3 58,6 67,6 63,2 

A veces 
vota 

24,7 22,7 27,7 22,9 24,7 

Nunca vota 16,1 38,0 13,6 9,5 12,1 
Fuente: Elaboración propia a partir de información de la ‘Encuesta de cultura política’. DANE. 2017. 

Total 18 a 25 26 a 40 41 a 64 65 y más

% % % % %

100,0 17,4 32,6 38,3 11,7

Sí 36,6 29,5 38,8 40,5 28,0

No 63,4 70,5 61,2 59,5 72,0

Sí 20,3 20,1 22,1 20,7 13,7

No 79,7 79,9 77,9 79,3 86,3

Sí 18,5 15,6 19,4 20,4 13,9

No 81,5 84,4 80,6 79,6 86,1

Sí 22,8 20,6 24,2 24,6 16,4

No 77,2 79,4 75,8 75,4 83,6

Sí 20,1 16,6 21,5 21,9 15,5

No 79,9 83,4 78,5 78,1 84,5

Sí 19,0 17,7 20,2 20,1 13,4

No 81,0 82,3 79,8 79,9 86,6

Sí 15,1 12,4 16,0 16,5 11,7

No 84,9 87,6 84,0 83,5 88,3

Porcentaje de personas de 18 años y más, por rangos de edad, según si conocen o han escuchado hablar de los espacios de 
participación ciudadana. 2017.

Espacios de participación ciudadana

Veedurías ciudadanas

Total

Consejos Nacionales, Departamentales, 
Distritales y  Municipales de Juventud o 

Plataformas de Juventud

Consejos o Comités Municipales para el 
Desarrollo Rural

Consejos Municipales de Cultura o de 
Medio Ambiente

Consejos de Planeación (nacional, 
departamental o municipal)

Juntas de Educación (nacional, 
departamental o municipal)

Consejos, comités o mesas de mujeres
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CONCLUSIÓN: 
 
Por estas razones, se propone a los Honorables Representantes acompañar esta iniciativa que 
suma esfuerzos para el empoderamiento de los jóvenes en la toma de decisiones públicas. La 
incidencia de los jóvenes en la elaboración de los Planes de Desarrollo del orden nacional y 
territorial, es la herramienta oportuna para dar respuesta a la demanda histórica de este grupo 
poblacional por ser tenidos en cuenta en sociedad como actores activos. 
 
Firman los Honorables Congresistas: 
 
 

HORACIO JOSÉ SERPA MONCADA   FABIO RAÚL AMÍN SALEME 
Senador       Senador 
 

 
 
 
 
 

LUIS FERNANDO VELASCO CHÁVES   GUILLERMO GARCÍA REALPE 
Senador       Senador 

 
 
 
 
 
 
 

MAURICIO GÓMEZ AMÍN     RODRIGO VILLALBA MOSQUERA 
Senador       Senador 
 

 
 

 
 
 
 

ANTONIO LUIS ZABARAIN GUEVARA   JUAN FERNANDO REYES KURI 
Senador       Representante a la Cámara 
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IVÁN DARÍO AGUDELO ZAPATA    ANDRES DAVID CALLE AGUAS 
Senador       Representante a la Cámara 

 
 
  

CARLOS ARDILA ESPINOSA    RODRIGO ARTURO ROJAS LARA 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 

 
  

 
ELIZABETH JAY-PANG DÍAZ     OSCAR HERNÁN SÁNCHEZ LEÓN 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 

 
 
 
 
 

HERNÁN GUSTAVO ESTUPIÑAN CALVACHE   ALEJANDRO ALBERTO VEGA PÉREZ 
Representante a la Cámara     Representante a la Cámara 
 
 
 
 
 
 
DAVID ERNESTO PULIDO NOVOA   HARRY GIOVANNY GONZÁLEZ GARCÍA 
Representante a la Cámara    Representante a la Cámara 
 
 

!
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JOSÉ DANIEL LÓPEZ JIMÉNEZ 
Representante a la Cámara 
 
 

Bogotá, D.C., 26 de mayo de 2021  
 
Doctor  
NÉSTOR LEONARDO RICO RICO 
Presidente  
Comisión Tercera Constitucional Cámara de Representantes  
Bogotá  
 
 
Referencia: Informe de Ponencia positiva para primer debate del Proyecto de Ley 

605/2021 Cámara “Por medio del cual se enaltece el paisaje cultural cafetero 
de colombia – pccc, se articula con los planes de desarrollo departamentales 
y municipales, y se dictan otras disposiciones.” 

 
Honorable Presidente, 

En cumplimiento al encargo impartido en cumplimiento del mandato constitucional y de 
lo dispuesto por la Ley 5 de 1992, “Por la cual se expide el reglamento del Congreso”, 
rendimos informe de ponencia para primer debate en la Comisión III de la Honorable 
Cámara de Representantes al Proyecto de Ley 605/2021 Cámara “Por medio del cual 
se enaltece el paisaje cultural cafetero de colombia – pccc, se articula con los planes de 
desarrollo departamentales y municipales, y se dictan otras disposiciones.” 

1. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY 
 
El Proyecto de Ley número 605 de 2021 de Cámara titulado “Por medio del cual se 
enaltece el paisaje cultural cafetero de colombia – pccc, se articula con los planes de 
desarrollo departamentales y municipales, y se dictan otras disposiciones”, fue radicado 
el día 29 de abril de 2021, por los Honorables Representantes Diego Javier Osorio 
Jiménez, Luciano Grisales Londoño, Milton Hugo Angulo Viveros, Christian M. Garcés 
Aljure,  Enrique Cabrales Baquero y los Senadores de la República Maria Del Rosario 
Guerra, Alejandro Corrales Escobar, Juan Samy Merheg Marún, Aydeé Lizarazo 
Cubillos, Gabriel Velasco y John Harold Suárez Vargas ante la Secretaria General de la 
Corporación. Dicho texto fue publicado en la Gaceta 356 de 2021. 

El presente proyecto de ley es remitido a la Comisión Tercera de la Cámara de 
Representantes, la cual, mediante oficio del día 12 de mayo de 2021, hace la 
designación como coordinador para primer debate al representante John Jairo Berrio 
López y como ponente al representante Fabio Fernando Arroyave Rivas. 
 

2. OBJETO  

Este Proyecto de Ley tiene como objeto principal enaltecer la cultura cafetera y el 
paisaje inherente a la misma, con el fin de que la Declaración realizada por la UNESCO 
en el año 2011 al Paisaje Cultural Cafetero de Colombia – PCCC como Patrimonio 
Mundial de la Humanidad, tenga vocación de permanencia en el tiempo; siendo 
necesario para ello una mayor participación de los entes territoriales. 

3. CONTENIDO DEL PROYECTO 

La iniciativa en mención se compone de 7 artículos, y referencian las siguientes 
consideraciones: 

Artículo 1: establece el objeto del proyecto y su finalidad. 

Artículo 2: Autoriza a las asambleas departamentales y los concejos municipales de las 
entidades territoriales que conforman el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, a 
expedir acuerdos, frente a la preservación y cuidado de estas zonas.  

Artículo 3: Estipula que las políticas y disposiciones que se adopten, sean integradas 
por los gobernadores y alcaldes, en los Planes de Desarrollo de los departamentos y 
municipios que conforman el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia.  
 

Artículo 4: Estipula que a través de un documento elaborado dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, se realicen recomendaciones de 
carácter ambiental en procura de la preservación, conservación y restauración de los 
atributos reconocidos por la UNESCO al Paisaje Cultural Cafetero de Colombia – PCCC. 

Artículo 5: Ordena que, en el calendario nacional el 25 de junio sea reconocido como 
“el día del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia”.  
 
Artículo 6: Estipula que Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, impulse el turismo en el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia – 
PCCC. 

Artículo 7: Vigencia de la ley. 

 

4. EXPOSICIÓN SOBRE LA CONVENIENCIA DEL PROYECTO 

El Comité de Patrimonio Mundial de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura – UNESCO, incorporó en la Lista de Patrimonio 
Mundial de la Humanidad al Paisaje Cultural Cafetero Colombiano, dicha incorporación 
data del día 25 de junio del año 2011. Para la UNESCO se debe resaltar la sobresaliente 
adaptación humana a las difíciles condiciones geográficas en las cuales se desarrolló la 
caficultura, permitiendo posicionar a Colombia como uno de los principales países 
productores de café, y que, sumado a ello, fue una gesta productiva que tiene su 
natalicio en los senderos, parajes y montañas cafeteras. 
 
El PCCC fue reconocido como Patrimonio Cultural de la Nación mediante Resolución 
N° 2079 del 7 de octubre del año 2011, expedida por el Ministerio de Cultura “Por la cual 
se reconoce al Paisaje Cultural Cafetero Como Patrimonio Cultural de la Nación” 1,. 
Dicha resolución estableció la responsabilidad del Estado Colombiano frente a la 
preservación y conservación del paisaje, con el fin de que la declaración realizada por 
la UNESCO tenga vocación de permanencia en el tiempo. Aunado a lo anterior, es 
importante recordar que, Colombia aprobó la Convención para la Protección del 

 
1 Resolución 2079 del año 2011, Ministerio de Cultura Colombiano, disponible en línea en, 
http://paisajeculturalcafetero.org.co/static/files/Resoluci%C3%B3n_2079_de_2011_PCC.pdf 

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 605 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se enaltece el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia (PCCC), se articula con los 
planes de desarrollo departamentales y municipales, y se dictan otras disposiciones.
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Patrimonio Mundial Cultural y Natural de 1972 mediante la Ley 45 de 19832, instrumento 
internacional imperativo que obliga a los estados partes a materializar acciones 
encaminadas a la efectiva protección de las riquezas naturales y culturales.  
 
Ahora, si bien la resolución referenciada anteriormente forma parte de la normatividad 
colombiana, junto con la Ley 1913 del año 2018, consideramos pertinente y necesaria, 
como ya lo indicamos, una mayor participación de los entes territoriales en la generación 
y articulación de las políticas y directrices adoptadas con miras a mantener la vocación 
de permanencia en el tiempo de tal declaratoria, buscando así la introducción de las 
mismas en los Planes de Desarrollo que deben ser presentados y ejecutados por las 
alcaldías y gobernaciones que componen el PCCC. 
 
Es importante entonces mencionar que, estamos frente a un paisaje de enjambre 
cultural, en el que se conjugan elementos naturales, sociales, económicos y culturales, 
con un alto grado de homogeneidad que confluyen en los departamentos cafeteros, 
siendo una región que sobresale no solo a nivel nacional, sino que también constituye 
un caso excepcional a nivel global, pues el esfuerzo humano, familiar y generacional de 
sus caficultores le ha permitido posicionar al cultivo del café como una de las principales 
actividades productivas del triángulo cafetero.  
 
En ese orden de ideas, tal reconocimiento compromete ampliamente al Estado 
colombiano, a los diversos escenarios y corporaciones internacionales, nacionales y 
regionales, a trabajar de manera articulada buscando su protección y conservación, 
convocando a la par a sus habitantes y a turistas de diversas partes del mundo a forjar 
lazos de cooperación para conocerlo, disfrutarlo y conservarlo. 
 
Ciertamente, el aludido Paisaje Cultural Cafetero Colombiano – PCCC– “reúne áreas 
específicas de 51 municipios y 858 veredas cafeteras en su zona principal y en el área 
de amortiguamiento de los Departamentos de Caldas, Quindío, Risaralda y Valle del 
Cauca, ubicadas en las ramificaciones central y occidental de la cordillera de los Andes” 
3 . Cabe destacar en tal sentido, que gracias a la variedad de pisos térmicos que se 
pueden hallar en las mencionadas cordilleras, se han desarrollado representativas 
zonas de producción de café tipo exportación, de consumo y apetencia en muchos 
países alrededor del mundo, por su sabor y aroma excelso, por su cuerpo, textura y 
variedad; el café decanta una herencia cultural que afianza las relaciones entre sus 
habitantes, su folklore, su sentido de pertenencia, y de fomento de lazos de solidaridad, 
laboriosidad y productividad.  
 
Destáquese que, gracias a su majestuosa ubicación, su relieve, su variedad de climas 
y suelos, sus fuentes hídricas, sus bosques nativos su flora y fauna con especies únicas, 
el PCCC está compuesto por una urdimbre de hábitats sobre los cuales deben volcarse 
los intereses regionales, locales, nacionales e internacionales, a efectos de conservar a 
ultranza su diversidad biológica, que inclusive son claves para la preservación de la 
biodiversidad nacional y mundial.  

 
2 Ley 45 de 1983, “Convención para la protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural”, disponible en 
línea en, http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1600025 
3 Información tomada de la página oficial del PCCC, disponible en línea en, 
http://paisajeculturalcafetero.org.co/ 

 
El PCCC es un modelo innegable de superación frente a todo el globo terráqueo, de 
pujanza, adaptación, productividad, preservación, transformación, generación de 
economías campesinas y productivas, legado de amor por la tierra y por la naturaleza, 
pues es increíble que pese a su ubicación en zonas montañosas y boscosas que en el 
pretérito fueron de difícil acceso, se desarrolló una caficultura que trascendió fronteras, 
atravesó océanos, fue testigo de amores y de pactos entre familias, pactos políticos, 
fundación de municipios, cuna de escritores y poetas, de conquistas históricas que le 
confirieron visibilidad a Colombia ante la comunidad internacional.  
 
Se trata entonces de un PCCC en el que se entrelazan elementos naturales, holísticos, 
económicos y culturales que homogenizan la región, y la conviertan en única, 
excepcional, incomparable e irrepetible en el mundo, de tal suerte que el aludido paisaje 
puede considerarse como un paradigma de tradición, unión familiar entorno al trabajo, 
cultivo y comercialización del café, desde hace un poco más de un siglo, que no se ha 
extraviado ni diluido entre los diferentes atractivos turísticos y culturales de Colombia, 
sino que contrario sensu, se convierte en símbolo representativo y de gran relevancia 
para la humanidad, reconocido coloquialmente como el eje cafetero.  

                           
4 Cafetales Quindianos, imagen tomada de la página de ASOATOUR QUINDIO  

 
 
Es de anotar que el PCCC es considerado como un modelo de sostenibilidad en 
términos económicos, culturales, axiológicos, sociales y ambientales, y que han 
posicionado de manera constante, al café colombiano como el más excelso del mundo. 
Asimismo, cabe destacar que la unidad cultural entre sus pobladores, se ha 
materializado en un patrimonio cultural tanto material como inmaterial, en el que brillan 

 
4 Imagen, Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, disponible en línea en, 
https://www.asoaturquindio.com/paisaje-cultural-cafetero-44-35  
 

por doquier los asentamientos urbanos y rurales en los que se privilegian las viviendas 
cafeteras paisas; de igual manera, la unidad cultural ha permitido expresar los vínculos 
de unión de sus pobladores a través de las fiestas, los carnavales de resonancia a nivel 
mundial, más allá de la leyenda, el mito, la metáfora, y la tradición oral. 
 
En este orden de ideas, no es vano señalar que la economía y la cultura del Paisaje 
Cultural Cafetero que data de más de un siglo, se gestó con pequeñas siembras de 
cafetales, gracias a la motivación de querer trabajar la tierra por parte de aquellos que 
en asentamientos rurales, dinamizaron dicha economía y la expandieron de manera 
vertiginosa, de tal suerte que ello obligó a mejorar la infraestructura para  transporte, 
procesamiento y comercialización del café, trayendo consigo la transformación de 
técnicas de producción, casi que únicas e insuperables en el mundo, trayendo consigo 
una cultura de carriel, yipera, de arrieros y de cosechas cafeteras insoslayables que han 
llegado a millones de paladares a escala global.  
 
En efecto, la combinación de múltiples factores como son la colonización antioqueña, la 
producción cafetera creciente, la biodiversidad favorable para la salud, la mente, el 
espíritu y el asentamiento humano, son generadores de excelsas manifestaciones 
culturales como son la danza, la música, la gastronomía típica, la arquitectura de la 
vivienda campesina paisa, la herencia y el legado popular, los dialectos, el valor de la 
palabra empeñada como algo sagrado y el arraigo a la tierra, a la naturaleza propia del 
PCCC, único en el mundo, llamado a ser preservado, visitado, admirado y por qué no 
decirlo, amado por todos los coasociados y todo miembro del género humano. 
 
 

4.1 DEPARTAMENTOS Y MUNICIPIOS QUE CONFORMAN EL PAISAJE 
CULTURAL CAFETERO COLOMBIANO – PCCC 

 
El PCCC, está conformado por ciertas zonas cafeteras ubicadas en algunos municipios 
inmersos en los Departamentos de Caldas, Risaralda, Quindío y Valle del Cauca, entes 
territoriales que se encuentran ubicados en la geografía Central y Occidental de la mítica 
cordillera de los Andes, y que se destacan por su idiosincrasia cultural desarrollada 
alrededor del café encontrando en este una actividad que permite una sostenibilidad 
productiva.  

 5 

En el cuadro que se muestra a continuación aparece la relación de aquellos municipios 
por departamento que integran la zona del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia - 
PCCC 

DEPARTAMENTO  MUNICIPIOS  

CALDAS Aguadas, Anserma, Aránzazu, Belalcázar, Chinchiná, Filadelfia, 
La Merced, Manizales, Neira, Pácora, Palestina, Riosucio, 
Risaralda, Salamina, San José, Supia, Villamaría y Viterbo.6  

 

RISARALDA  Apia, Balboa, Belén de Umbría, Guática, La Celia, Marsella, 
Pereira, Quinchia, Santa Rosa de Cabal, Santuario, 
Dosquebradas y Mistrató.7  

 

QUINDIO  Armenia, Buenavista, Calarcá, Circasia, Córdoba, Filandia, 
Génova, Montenegro, Pijao, Quimbaya y Salento.8  

 

 
5 Imagen tomada de la página oficial del Paisaje Cultural Cafetero Colombiano – PCCC, disponible en, 
http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/mapas 
6 Municipios del Departamento de Caldas que forman parte del Paisaje Cultural Cafetero Colombiano, 
disponible en http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/municipios-en-caldas 
7 Municipios del Departamento de Risaralda que hacen parte del Paisaje Cultural Cafetero Colombiano, 
disponible en: http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/DEPARTAMENTO-DE-RISARALDA 
8 Municipios del Departamento del Quindío que forman parte del Paisaje Cultural Cafetero Colombiano, 
disponible en: http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/municipios-en-quindio 
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VALLE DEL 
CAUCA 

Alcalá, Anserma Nuevo, Caicedonia, El Águila, El Cairo, Rio frío, 
Sevilla, Trujillo, Ulloa y Argelia. 9 

 

4.2. POLÍTICA PÚBLICA 
 
• Documento CONPES 3803 del año 2014, Política para la preservación del Paisaje 

Cultural Cafetero de Colombia.  
 
En el documento ya referenciado, se establece una política específica para el Paisaje 
Cultural Cafetero de Colombia, buscando la materialización de acciones que se 
encuentren encaminadas a potenciar su productividad y sostenibilidad, así como su 
permanencia en el tiempo, para ello se establecen un conjunto de estrategias tendientes 
a mejorar las condiciones de preservación y garantizar su sostenibilidad económica, 
cultural, social y ambiental. De igual manera se busca preservar la actividad cafetera en 
la región y mejorar la accesibilidad a los diversos espacios geográficos que conforman 
el PCCC, situación que repercute de manera directa en promover una oferta articulada 
de servicios turísticos y rutas del café, atrayendo de esta manera a foráneos nacionales 
y extranjeros. 
 
Dentro del documento se establece la necesidad inminente de fortalecer la articulación 
entre los municipios del PCCC, y el sistema de ciudades en las que se viene 
consolidando el triángulo del café, estableciendo una serie de lineamientos y principios 
para el manejo del Paisaje y el bienestar económico y social de sus habitantes, así como 
la apropiación del patrimonio cultural y la sostenibilidad ambiental.  
 
Estudios e investigaciones citados en el documento, permiten vislumbrar la riqueza 
invaluable e inconmensurable que tiene la geografía del Paisaje Cultural Cafetero, 
caracterizándose por ser un territorio con unidades ecológicas prioritarias para la 
retención y regulación del agua, representado en 38 grandes cuencas y 111 
microcuencas abastecedoras, además de lagos, lagunas, represas y aguas 
subterráneas. De igual manera se citan datos acerca de la producción de café, 
condiciones de empleo, concesiones mineras, índices de pobreza entre otros, en los 
departamentos del Caldas, Risaralda, Quindío y Valle del Cauca.  
 
Dentro de los temas inmersos en el documento CONPES es importante hacer alusión 
al sector turístico, pues el PCCC se ha caracterizado por el aporte de la caficultura a la 
económica nacional y desde hace un algunos años por su oferta turística, entre ellas 
podemos enunciar, la feria de Manizales, la fiesta nacional del café, sitios naturales 
como el Nevado del Ruiz en Caldas, el Parque Nacional Cócora en Salento, Quindío, 
los Termales de Santa Rosa en Risaralda, y parques de atracción dentro de los cuales 
destaca el Parque Nacional del Café en Montenegro – Quindío, entre otro cumulo de 
lugares y fiestas culturales de trascendencia nacional, todos ellos armonizados por el 
Paisaje Cultural Cafetero.  

 
9 Municipios del Departamento del Valle del Cauca que hacen parte del Paisaje Cultural Cafetero 
Colombiano, disponible en: http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/departamento-de-valle-del-
cauca 

 
El documento establece una serie de objetivos específicos en los cuales se resalta el 
impulso de la sostenibilidad de la caficultura y el mejoramiento de las condiciones de 
accesibilidad y movilidad en el PCCC, buscando fortalecer no solo la producción 
cafetera, sino también el turismo y el conjunto de actividades que giran en torno a la 
cultura cafetera.  
 
Por esta razón el CONPES 3803 del año 2014 reúne en su plan de acción 5 estrategias 
a saber: (i) Generar una apropiación social del patrimonio cultural material e inmaterial 
del PCCC, (ii) Fortalecer el ordenamiento territorial y garantizar la sostenibilidad 
ambiental, económica y social en la zona de influencia del PCCC, (iii) Mejorar las 
condiciones sociales de la población del PCCC, (iv) Fomento de la caficultura en el 
PCCC, (v) Mejorar la accesibilidad y el turismo en el PCCC.  
 

4.3. EXPEDICIÓN Y ARTICULACIÓN DE POLÍTICAS Y DISPOSICIONES 
INHERENTES AL PCCC 

La conservación de la declaración del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia como 
Patrimonio de la Humanidad, debe ser una labor mancomunada, que articule a la 
Nación, a las diferentes carteras ministeriales, y especialmente a las entidades 
territoriales que forman parte del PCCC, a través de sus gobernaciones, alcaldías, 
asambleas departamentales y concejos municipales.  
 
Si bien, las asambleas departamentales y los concejos municipales están facultados 
constitucionalmente para expedir disposiciones inherentes a los asuntos de gran 
relevancia y que repercutan directamente con el desarrollo social y económico de su 
territorio, a la luz de lo consagrado en los artículos 300 y 313 superiores 
respectivamente, consideramos importante dar un impulso desde el congreso a esta 
iniciativa legislativa en aras de transformar dichas disposiciones constitucionales en 
herramientas de raigambre legal que estén focalizadas a buscar la preservación del 
PCCC mediante disposiciones contenidas en ordenanzas departamentales y acuerdos 
municipales, mismas que de igual manera deben ser incluidas y articuladas con los 
planes de desarrollo a nivel municipal y departamental.  
 
Lo anterior se debe a que, desde la declaratoria efectuada por la UNESCO en el año 
2011, la expedición del documento CONPES 3803 de 2014, que estableció la política 
pública para la preservación del PCCC, y la promulgación de la Ley 1913 del año 2018, 
muchos de los entes territoriales y las corporaciones de los mismos han estado ajenos 
a la adopción, articulación e implementación de políticas públicas en el ámbito de su 
jurisdicción, que se encuentren encaminadas a enaltecer la riqueza cultural, ambiental, 
social y económica que tiene el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, políticas que 
permitan la apropiación de los criterios del PCCC de manera homogénea en todos los 
territorios que lo conforman.  
 
En este orden de ideas, se hace necesario la implementación de políticas públicas y 
disposiciones normativas, que repercutan no solo en la preservación del PCCC, sino 
también en una oportunidad de crecimiento sostenible para la población, pues el mismo 
se traduciría en desarrollo económico, social, turístico y cultural del área de influencia. 

Es por ello la trascendencia que tiene poder llevar a feliz término la presente iniciativa, 
para que todos aquellos reconocimientos, políticas y leyes adoptadas desde el ámbito 
nacional (Resolución 2079 de 2011, CONPES 3803 de 2014 y Ley 1913 de 2018) se 
concreten en el ámbito regional y local, para de esta manera abrir la posibilidad de mayor 
desarrollo para la región.  
 
Es importante recordar que, con tal reconocimiento, se abre la puerta para fortalecer 
aún más la caficultura en el área declarada, el valor y reconocimiento de nuestro café 
en el mundo, nuestras tradiciones sociales y culturales que nos hacen únicos, además 
de nuestra geografía. 
 
Por otro lado, el turismo es piedra angular en el desarrollo económico y social de la 
región cafetera y tal declaratoria se constituye en un elemento importantísimo para 
promocionar el mismo, dándole al país un destino turístico valioso, al reconocer a 
nuestra cultura como patrimonio de la humanidad. Lo anterior le permitirá a las 
administraciones regionales y locales, contar con disposiciones normativas como las 
contenidas en el presente proyecto de Ley y en la recién expedida Ley 2068 del 31 de 
diciembre de 2020 “Por la cual se modifica la Ley General de Turismo y se dictan otras 
disposiciones”, con el fin de que estructuren un turismo sostenible y que gire en pro de 
la preservación y conservación del PCCC.  
 
De conformidad con todo lo ya indicado, vemos la necesidad de implementar 
disposiciones desde las asambleas y concejos, para preservar dicha declaración, 
enunciando que dichas disposiciones, políticas y lineamientos deben estar en 
consonancia con lo dispuesto por el Comité Intersectorial del Paisaje Cultural Cafetero, 
que fue creado por la Ley 1913 del año 2018.  
 

4.4. INCLUSIÓN DE DISPOSICIONES Y POLÍTICAS TENDIENTES A LA 
PRESERVACIÓN, CONSERVACIÓN Y DESCONTAMINACIÓN DE LOS 
RECURSOS HÍDRICOS. 

Desde los concejos municipales y las asambleas departamentales, se deberán formular 
disposiciones, políticas y lineamientos que repercutan de manera directa en la 
salvaguarda del recurso hídrico inmerso en la geografía del Paisaje Cultural Cafetero de 
Colombia, toda vez que su vulneración implica poner en riesgo inminente, la garantía de 
los derechos individuales y colectivos, y la declaración del PCCC como patrimonio 
mundial de la humanidad.  

Ciertamente, el no suministro adecuado, oportuno y eficiente del agua, recurso vital 
innegable e irremplazable, se ha visto turbado en diversos espacios y puntualmente, 
en  condiciones particulares, tales como su  suspensión, su tratamiento, conexiones 
fraudulentas, contaminación de cuencas hídricas, entre otras puntuales 
conculcaciones; de tal suerte que en pro de establecer tendencias en torno al  amparo 
de dicho derecho, que a la vanguardia, ha dejado de estar protegido bajo la vía de la 
conexidad, tal y como ocurre con algunos derechos innominados, a ser considerado 
como fundamental, en consonancia con las cantidades, condiciones y vías de 
suministro para sobrevivir. 

Además de lo mencionado hasta aquí, es importante resaltar que el apartado 18.2 de 
la agenda XXI, de la conferencia sobre la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo, destaca a renglón seguido lo siguiente:  

El agua se necesita en todos los aspectos de la vida. El objetivo general es velar 
porque se mantenga un suministro suficiente de agua de buena calidad para toda 
la población del planeta y preservar al mismo tiempo las funciones hidrológicas, 
biológicas y químicas de los ecosistemas, adaptando las actividades humanas a 
los límites de la capacidad de la naturaleza y combatiendo los vectores de las 
enfermedades relacionadas con el agua.10 

Se vislumbra pues que el agua no solamente hace posible la continuidad de la vida, 
sino que a su turno, combate enfermedades, asimismo, representada en cuencas 
hídricas, es hogar de especies piscícolas, de plantas, y, de diversos tipos de vida, de 
tal suerte que el Estado Social y Democrático de Derecho Colombiano, ha mantenido 
la incesante preocupación por defender las cuencas hídricas, a tal punto de considerar 
y declarar a algunas de ellas, a través de la labor hermenéutica de las Altas Cortes, 
como sujetos especiales de derechos, que gozan de especial protección. 

En pos de la preponderancia del agua como fuente y recurso de vida, la Corte 
Constitucional Colombiana mediante Sentencia C-632 de 2011, cuyo Magistrado 
Ponente fue el Doctor Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, ha precisado que el agua: 

“Es un bien jurídico constitucionalmente protegido, en el que concurren las 
siguientes dimensiones: (I) es un principio que irradia todo el orden jurídico en 
cuanto se le atribuye al Estado la obligación de conservarlo y protegerlo, 
procurando que el desarrollo económico y social sea compatible con las 
políticas que buscan salvaguardar las riquezas culturales de la Nación; (II) 
aparece como un derecho constitucional de todos los individuos que es exigible 
por distintas vías judiciales, (III) tiene el carácter de servicio público, 
erigiéndose junto con la salud, la educación y el agua potable, en un objeto 
social cuya realización encuentra pleno fundamento en el fin esencial de 
propender por el mejoramiento de la calidad de vida de la población del país; y 
(IV) aparece como una prioridad dentro de los fines del Estado, 
comprometiendo la responsabilidad directa del Estado al atribuirle los deberes 
de prevención y control de los factores de deterioro ambiental y la adopción de 
medidas de protección.”11   

Resulta preciso resaltar que el Derecho al agua considerado como fundamental, por 
parte de la Honorable Corte Constitucional Colombiana, cobra cimientos en los 
anaqueles del Derecho Internacional y amplifica el alcance de protección de los 
Derechos Colectivos y Sociales, que se decanta de lo preceptuado en los artículos 8, 
79 y 80 superiores.  

En dicho orden de ideas, es menester destacar que en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 79 de la Carta Política, todas las personas, tienen derecho a gozar de un 

 
10 Agenda XXI conferencia sobre el medio ambiente, Organización Naciones Unidas, 
https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/index.htm 
11 Corte Constitucional, año 2011, MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Sentencia C-632 del año 2011, 
https://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/C-632-11.htm 
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ambiente sano, siendo un deber ineludible para el Estado, proteger la biodiversidad, 
conservas áreas de especial protección –verbigracia, las cuencas hídricas- y 
concientizando a la postre, a todos los coasociados, sobre la necesidad de promover 
la conservación de los recursos naturales. Asimismo, el artículo 80 de la aludida Carta 
Constitucional, consagra obligaciones especiales que recaen tanto en el Estado, como 
en los particulares, en la medida en que el manejo, aprovechamiento y conservación 
de los recursos naturales, en pro del Desarrollo Sostenible, es tarea permanente de 
todos los miembros del tejido social, mancomunando a la postre, múltiples esfuerzos 
para evitar el deterioro ambiental. 

Las razones delanteramente expuestas son argumento suficiente para que, desde las 
corporaciones municipales y departamentales, se expidan disposiciones que 
repercutan de manera directa en la preservación, conservación y descontaminación 
de las cuencas hidrográficas inmersas en el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, 
propendiendo porque el mismo tenga vocación de permanencia en el tiempo y permita 
posicionar al triangulo cafetero como destino turístico para nacionales y extranjeros.  

 

4.5. INCORPORACIÓN DE LAS POLÍTICAS Y DISPOSICIONES DEL PAISAJE 
CULTURAL CAFETERO EN LOS PLANES DE DESARROLLO DE LAS 
ENTIDADES TERRITORIALES.  

 
Los Planes de Desarrollo aparecen reglamentados por la Ley 152 de 1994 “Por la cual 
se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo” y tienen su fundamento 
constitucional en el artículo 339 de la Carta Política. Los mismos deben establecer los 
propósitos y objetivos nacionales y territoriales, según sea el caso, en materia 
económica, social y ambiental (Plan de Desarrollo Nacional y Planes de Desarrollo 
Territoriales), siendo, en consecuencia, el derrotero en los periodos constitucionales de 
los alcaldes y gobernadores.  
 
El contenido de los Planes de Desarrollo de las entidades territoriales, es el siguiente, 
según el artículo 31 de la Ley 152 de 1994:  
 

Artículo 31: Contenido de los planes de desarrollo de las entidades 
territoriales. Los planes de desarrollo de las entidades territoriales estarán 
conformados por una parte estratégica y un plan de inversiones a mediano y corto 
plazo, en los términos y condiciones que de manera general reglamenten las 
Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales o las autoridades 
administrativas que hicieren sus veces, siguiendo los criterios de formulación, 
establecidos en la presente Ley. …”.12 

Con la presente iniciativa legislativa buscamos que los alcaldes y gobernadores de las 
entidades territoriales que conforman el PCCC incorporen dentro de sus planes de 
desarrollo no solo los lineamientos y directrices contenidas el CONPES 3803 de 2014,  
y aquellas que emanen desde la Comisión Técnica Intersectorial del Paisaje Cultural 
Cafetero, creada por la Ley 1913 de 2018, sino que también podrán tener en cuenta, 

 
12 Ley 152 de 1994, por la cual se establece la Ley orgánica de Plan de Desarrollo, disponible en línea en, 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=327 

aquellas disposiciones que emanen desde las asambleas y concejos para tal fin, las 
cuales deberán, en todo caso, estar en consonancia con las políticas señaladas por la 
ya referida Comisión.  

Lo anterior con el fin de que en sus planes de desarrollo se establezcan acciones, 
programas y diversos lineamientos que estén encaminados a buscar la preservación, 
protección, conservación y eventual restauración del PCCC, con el fin de la declaración 
realizada por la UNESCO tenga vocación de permanencia en el tiempo. 

Dichas directrices deberán estar encaminadas a preservar los atributos reconocidos al 
PCCC por la UNESCO, atendiendo, a las características propias de cada uno de los 
municipios que conforman el mismo, procurando, en todo caso, por la realización de 
acciones mancomunadas que le entreguen a la región cafetera su verdadera posición 
en el país, y que repercutan directamente en mostrar a los Departamentos de Caldas, 
Risaralda, Quindío y Valle del Cauca como destinos turísticos con un alto nivel cultural, 
económico, social y ambiental, con  una riqueza invaluable en flora, fauna y cultura 
cafetera, siendo esta ultima un ejemplo palpable de pujanza, resiliencia y unos deseos 
inconmensurables de enaltecer la infinidad de verdes que se encuentran inmersos en 
nuestros parajes.   

5. PLIEGO DE MODIFICACIONES  

Proyecto original Texto propuesto para 
primer debate 

Justificación 

“Por medio del cual se 
enaltece el paisaje cultural 
cafetero de colombia – 
pccc, se articula con los 
planes de desarrollo 
departamentales y 
municipales, y se dictan 
otras disposiciones.” 

“Por medio del cual se 
enaltece el paisaje cultural 
cafetero de colombia – 
pccc, se articula con los 
planes de desarrollo 
departamentales y 
municipales, y se dictan 
otras disposiciones.” 

 

 

Se mantiene 

ARTÍCULO 1. Objeto:  La 
presente Ley tiene por 
objeto enaltecer el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia - PCCC, con el 
fin de que, su declaración 
como Patrimonio Mundial 
de la Humanidad tenga 
vocación de permanencia 
en el tiempo, por tanto, 
resalta la pujanza, 
adaptación, productividad, 
preservación, 
transformación, 

ARTÍCULO 1. Objeto:  La 
presente Ley tiene por 
objeto enaltecer el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia - PCCC, con el 
fin de que, su declaración 
como Patrimonio Mundial 
de la Humanidad tenga 
vocación de permanencia 
en el tiempo, por tanto, 
resalta la pujanza, 
adaptación, productividad, 
preservación, 

 

 

 

 

 

Se mantiene 

generación de economías 
campesinas, y esfuerzo 
humano, familiar y 
generacional alrededor del 
café. 

transformación, 
generación de economías 
campesinas, y esfuerzo 
humano, familiar y 
generacional alrededor del 
café. 

ARTÍCULO 2. Las 
asambleas 
departamentales y los 
concejos municipales de 
las entidades territoriales 
que conforman el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC, 
expedirán mediante 
ordenanzas y acuerdos 
respectivamente, las 
políticas y disposiciones 
tendientes a preservar los 
atributos reconocidos por 
la UNESCO al Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC. 
Teniendo en cuenta para 
ello las políticas y 
directrices adoptadas por 
la Comisión Técnica 
Intersectorial del PCCC, 
creada a través de la Ley 
1913 de 2018, la 
declaratoria efectuada por 
la UNESCO y el 
documento CONPES 3803 
de 2014 que estableció la 
“política para la 
preservación del paisaje 
cultural cafetero de 
Colombia”.  
 
Parágrafo Primero. Las 
políticas y disposiciones 
que se expidan desde las 
asambleas 
departamentales y los 
concejos municipales, 
mediante ordenanzas y 
acuerdos 

ARTÍCULO 2. Las 
asambleas 
departamentales y los 
concejos municipales de 
las entidades territoriales 
que conforman el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC, 
expedirán mediante 
ordenanzas y acuerdos 
respectivamente, las 
políticas y disposiciones 
tendientes a preservar los 
atributos reconocidos por 
la UNESCO al Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC. 
Teniendo en cuenta para 
ello las políticas y 
directrices adoptadas por 
la Comisión Técnica 
Intersectorial del PCCC, 
creada a través de la Ley 
1913 de 2018, la 
declaratoria efectuada por 
la UNESCO y el 
documento CONPES 3803 
de 2014 que estableció la 
“política para la 
preservación del paisaje 
cultural cafetero de 
Colombia”.  
 
Parágrafo Primero. Las 
políticas y disposiciones 
que se expidan por parte 
de las asambleas 
departamentales y los 
concejos municipales, 
mediante ordenanzas y 
acuerdos 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Se ajusta redacción 

 

 

respectivamente, deberán 
priorizar la preservación, 
conservación y 
descontaminación de los 
recursos hídricos ubicados 
en sus territorios. 
 
Parágrafo Segundo: Las 
ordenanzas 
departamentales y los 
acuerdos municipales, a 
través de las cuales se 
adopten las políticas y 
disposiciones de las que 
trata el presente artículo, 
deberán ser expedidos 
dentro del año siguiente a 
la expedición de la 
presente Ley, y serán 
proyectadas para periodos 
de cuatro años, vencidos 
estos, deberán ser 
revisadas y modificadas 
según sea el caso.  

 

respectivamente, deberán 
priorizar la preservación, 
conservación y 
descontaminación de los 
recursos hídricos ubicados 
en sus territorios. 
 
Parágrafo Segundo: 
Parágrafo segundo: Las 
ordenanzas 
departamentales y los 
acuerdos municipales, a 
través de las cuales se 
adopten las políticas y 
disposiciones de las que 
trata el presente artículo, 
deberán ser expedidas 
dentro del primer año del 
respectivo periodo 
constitucional de las 
asambleas 
departamentales y 
concejos municipales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Se hace necesaria la 
modificación en atención 
a que se pueda aplicar en 
periodos siguientes. 

ARTÍCULO 3. Las 
políticas y disposiciones 
que se adopten desde la 
Comisión Técnica 
Intersectorial del PCCC, 
creada por la Ley 1913 de 
2018, aquellas 
consagradas en el 
documento CONPES 3803 
de 2014 y las que expida el 
Gobierno Nacional 
relacionadas con la 
conservación y 
preservación del PCCC, 
deberán ser integradas por 
los gobernadores y 
alcaldes, en los Planes de 
Desarrollo de los 
departamentos y 
municipios que conforman 
el Paisaje Cultural 
Cafetero de Colombia.  

ARTÍCULO 3. Las 
políticas y disposiciones 
que se adopten desde la 
Comisión Técnica 
Intersectorial del PCCC, 
creada por la Ley 1913 de 
2018, aquellas 
consagradas en el 
documento CONPES 3803 
de 2014 y las que expida el 
Gobierno Nacional 
relacionadas con la 
conservación y 
preservación del PCCC, 
deberán ser integradas por 
los gobernadores y 
alcaldes, en los Planes de 
Desarrollo de los 
departamentos y 
municipios que conforman 

 

 

 

 

 

Se mantiene 



Página 10	 Lunes, 31 de mayo de 2021	 Gaceta del Congreso  543

el Paisaje Cultural 
Cafetero de Colombia.  

ARTÍCULO 4. Las 
Corporaciones Autónomas 
Regionales de los 
departamentos que 
conforman el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia, actuando dentro 
del ámbito de las 
competencias y funciones 
establecidas en el artículo 
31 de la Ley 99 de 1993 y 
aquellas que la adicionen o 
modifiquen, efectuarán, a 
través de un documento 
elaborado para tal fin y 
dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, 
sus recomendaciones de 
carácter ambiental en 
procura de la 
preservación, 
conservación y 
restauración de los 
atributos reconocidos por 
la UNESCO al Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC, así 
como para su desarrollo 
sostenible, atendiendo 
para ello a las 
particularidades propias de 
cada uno de los territorios 
que hacen parte de su 
jurisdicción.   
 
El mencionado documento 
de recomendaciones 
deberá ser dirigido por 
cada una de las 
Corporaciones Autónomas 
Regionales a la asamblea 
departamental, a los 
concejos municipales, al 
respectivo gobernador y a 

ARTÍCULO 4. Las 
Corporaciones Autónomas 
Regionales de los 
departamentos que 
conforman el Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia, actuando dentro 
del ámbito de las 
competencias y funciones 
establecidas en el artículo 
31 de la Ley 99 de 1993 y 
aquellas que la adicionen o 
modifiquen, efectuarán, a 
través de un documento 
elaborado para tal fin y 
dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, 
sus recomendaciones de 
carácter ambiental en 
procura de la 
preservación, 
conservación y 
restauración de los 
atributos reconocidos por 
la UNESCO al Paisaje 
Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC, así 
como para su desarrollo 
sostenible, atendiendo 
para ello a las 
particularidades propias de 
cada uno de los territorios 
que hacen parte de su 
jurisdicción.   
 
El mencionado documento 
de recomendaciones 
deberá ser dirigido por 
cada una de las 
Corporaciones Autónomas 
Regionales a la asamblea 
departamental, a los 
concejos municipales, al 
respectivo gobernador y a 

 

 

 

 

Se mantiene 

los alcaldes municipales 
de su jurisdicción, siendo 
por demás insumo 
fundamental para las 
funciones que 
corresponden al Comité 
Técnico Intersectorial del 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia. 

 

los alcaldes municipales 
de su jurisdicción, siendo 
por demás insumo 
fundamental para las 
funciones que 
corresponden al Comité 
Técnico Intersectorial del 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia. 

 

ARTÍCULO 5:  Declárase 
en el calendario nacional el 
25 de junio como el día del 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia. 

ARTÍCULO 5:  Declárase 
en el calendario nacional el 
25 de junio como el día del 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia. 

 

Se mantiene 

ARTÍCULO 6: El Gobierno 
Nacional, a través del 
Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, 
impulsará el turismo en el 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia – PCCC, 
además realizará acciones 
que permitan un desarrollo 
organizado del turismo 
alrededor del café, la 
conservación y 
preservación del ambiente, 
el aprovechamiento de 
oportunidades de 
fortalecimiento 
institucional en materia 
turística y la promoción del 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia como destino 
turístico.  

ARTÍCULO 6: El Gobierno 
Nacional, a través del 
Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, 
impulsará el turismo en el 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia – PCCC, 
además realizará acciones 
que permitan un desarrollo 
organizado del turismo 
alrededor del café, la 
conservación y 
preservación del ambiente, 
el aprovechamiento de 
oportunidades de 
fortalecimiento 
institucional en materia 
turística y la promoción del 
Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia como destino 
turístico. 

 

 

 

 

 

 

Se mantiene 

ARTÍCULO 7: VIGENCIA: 
La presente ley rige a partir 
de su fecha de 
promulgación. 

ARTÍCULO 7: VIGENCIA: 
La presente ley rige a partir 
de su fecha de 
promulgación. 

 

Se mantiene 

 

6. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

Constitución Política de Colombia - 1991  13 

-ARTÍCULO 8: Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación. 
-ARTÍCULO 79: Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo. 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar 
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro 
de estos fines. 
-ARTÍCULO 80: El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer 
las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados.  
Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas 
situados en las zonas fronterizas. 
-ARTICULO 300: Corresponde a las Asambleas Departamentales, por medio de 
ordenanzas. (…) #2 – Expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, 
el desarrollo económico y social, el apoyo financiero y crediticio a los municipios, 
el turismo, el transporte, el ambiente, las obras públicas, las vías de 
comunicación y el desarrollo de sus zonas de frontera. (…) 
-ARTICULO 313: Corresponde a los concejos (…) # 2 Adoptar los 
correspondientes planes y programas de desarrollo económico y social y de 
obras públicas (…) # 10 Las demás que la Constitución y la Ley le asignen. (...) 
-ARTICULO 339: Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una 
parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden 
nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales 
de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 
estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental 
que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá 
los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de 
inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros 
requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad 
fiscal. 
Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre 
ellas y el gobierno nacional, planes de desarrollo, con el objeto de asegurar el 
uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les 
hayan sido asignadas por la Constitución y la ley. Los planes de las entidades 
territoriales estarán conformados por una parte estratégica y un plan de 
inversiones de mediano y corto plazo. 

 

 
13 Constitución Política de Colombia, 1991, disponible en: 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html 

• - Ley 45 de 1983 “Por medio de la cual se aprueba la "Convención para la Protección 
del Patrimonio Mundial Cultural y Natural", hecho en París el 23 de noviembre de 
1972 y se autoriza al Gobierno Nacional para adherirse al mismo 

• -Agenda XXI, Organización de las Naciones Unidas, sobre la Declaración de Rio 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Rio de Janeiro, Brasil, junio de 1992.  

• -Ley 99 de 1993 “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena 
el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y 
se dictan otras disposiciones.” 

• - Ley 152 de 1994 “Por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo”  

• - Declaración por parte de la UNESCO del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, 
incorporación a la lista de Patrimonio Mundial de la Humanidad, 25 de junio del año 
2011 

• - Resolución 2079 de 2011 “Por la cual se reconoce al Paisaje Cultural Cafetero 
Como Patrimonio Cultural de la Nación” 

• - Documento CONPES 3803 de 2014, “Política para la preservación del paisaje 
cultural cafetero de Colombia” 

• - Ley 1913 del 11 de julio del año 2018, “Por medio de la cual se crea la comisión 
intersectorial como instancia que coordine y promueva programas y actividades que 
se desarrollen en las zonas del Paisaje Cultural Cafetero Colombiano (PCCC) y se 
fortalecen las estrategias y criterios que la UNESCO definió para inscribirlo en la lista 
de Patrimonio Mundial” 

• -Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-632 del 24 de agosto del año 2011, 
Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 

 

 

7. DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTOS 
 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, se advierte que 
no existen circunstancias o eventos que puedan generar un conflicto de interés para la 
discusión y votación del proyecto según artículo 286 de la misma Ley. Lo anterior, de 
cualquier forma, no es óbice para que quien así lo tenga a bien lo declare habiéndolo 
encontrado. 
 

 

8. PROPOSICIÓN FINAL  
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En mérito de lo expuesto, rendimos PONENCIA POSITIVA y solicito a los Honorables 
Representantes de la Comisión Tercera Constitucional Permanente dar Primer Debate 
ley 605 de 2021 “Por medio del cual se enaltece el Paisaje Cultural Cafetero de 
Colombia – PCCC, se articula con los Planes de Desarrollo departamentales y 
municipales, y se dictan otras disposiciones”.   
 
De los Honorables Congresistas,  

 

 

 

 

 

JHON JAIRO BERRIO LÓPEZ 
Coordinador Ponente 
Representante a la Cámara Partido Centro Democrático 
Departamento de Antioquia 
 
 
 
 
 
 
 
FABIO FERNANDO ARROYAVE RIVAS 
Ponente 
Representante a la Cámara por el Partido Liberal 
Departamento Valle del Cauca 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE CÁMARA 

PROYECTO DE LEY 605 DE 2021 – CÁMARA: “POR MEDIO DEL CUAL SE 
ENALTECE EL PAISAJE CULTURAL CAFETERO DE COLOMBIA – PCCC, SE 

ARTICULA CON LOS PLANES DE DESARROLLO DEPARTAMENTALES Y 
MUNICIPALES, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

El Congreso de Colombia 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1. Objeto:  La presente Ley tiene por objeto enaltecer el Paisaje Cultural 
Cafetero de Colombia - PCCC, con el fin de que, su declaración como Patrimonio 
Mundial de la Humanidad tenga vocación de permanencia en el tiempo, por tanto, 
resalta la pujanza, adaptación, productividad, preservación, transformación, generación 
de economías campesinas, y esfuerzo humano, familiar y generacional alrededor del 
café. 
 
ARTÍCULO 2. Las asambleas departamentales y los concejos municipales de las 
entidades territoriales que conforman el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia – PCCC, 
expedirán mediante ordenanzas y acuerdos respectivamente, las políticas y 
disposiciones tendientes a preservar los atributos reconocidos por la UNESCO al 
Paisaje Cultural Cafetero de Colombia – PCCC. Teniendo en cuenta para ello las 
políticas y directrices adoptadas por la Comisión Técnica Intersectorial del PCCC, 
creada a través de la Ley 1913 de 2018, la declaratoria efectuada por la UNESCO y el 
documento CONPES 3803 de 2014 que estableció la “política para la preservación del 
paisaje cultural cafetero de Colombia”.  
 
Parágrafo Primero. Las políticas y disposiciones que se expidan por parte de las 
asambleas departamentales y los concejos municipales, mediante ordenanzas y 
acuerdos respectivamente, deberán priorizar la preservación, conservación y 
descontaminación de los recursos hídricos ubicados en sus territorios. 
 
Parágrafo Segundo: Las ordenanzas departamentales y los acuerdos municipales, a 
través de las cuales se adopten las políticas y disposiciones de las que trata el presente 
artículo, deberán ser expedidas dentro del primer año del respectivo periodo 
constitucional de las asambleas departamentales y concejos municipales. 
 
ARTÍCULO 3. Las políticas y disposiciones que se adopten desde la Comisión Técnica 
Intersectorial del PCCC, creada por la Ley 1913 de 2018, aquellas consagradas en el 
documento CONPES 3803 de 2014 y las que expida el Gobierno Nacional relacionadas 
con la conservación y preservación del PCCC, deberán ser integradas por los 
gobernadores y alcaldes, en los Planes de Desarrollo de los departamentos y municipios 
que conforman el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia.  
 
ARTÍCULO 4. Las Corporaciones Autónomas Regionales de los departamentos que 
conforman el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, actuando dentro del ámbito de las 
competencias y funciones establecidas en el artículo 31 de la Ley 99 de 1993 y aquellas 

que la adicionen o modifiquen, efectuarán, a través de un documento elaborado para tal 
fin y dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, sus 
recomendaciones de carácter ambiental en procura de la preservación, conservación y 
restauración de los atributos reconocidos por la UNESCO al Paisaje Cultural Cafetero 
de Colombia – PCCC, así como para su desarrollo sostenible, atendiendo para ello a 
las particularidades propias de cada uno de los territorios que hacen parte de su 
jurisdicción.   
 
El mencionado documento de recomendaciones deberá ser dirigido por cada una de las 
Corporaciones Autónomas Regionales a la asamblea departamental, a los concejos 
municipales, al respectivo gobernador y a los alcaldes municipales de su jurisdicción, 
siendo por demás insumo fundamental para las funciones que corresponden al Comité 
Técnico Intersectorial del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia. 
 
ARTÍCULO 5:  Declárase en el calendario nacional el 25 de junio como el día del Paisaje 
Cultural Cafetero de Colombia. 
 
ARTÍCULO 6: El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, impulsará el turismo en el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia – PCCC, 
además realizará acciones que permitan un desarrollo organizado del turismo alrededor 
del café, la conservación y preservación del ambiente, el aprovechamiento de 
oportunidades de fortalecimiento institucional en materia turística y la promoción del 
Paisaje Cultural Cafetero de Colombia como destino turístico.  
 
ARTÍCULO 7: VIGENCIA: La presente ley rige a partir de su fecha de promulgación.  
 
Cordialmente. 
 
 
 
 

 

 
JHON JAIRO BERRÍO LÓPEZ 
Coordinador Ponente 
Representante a la Cámara Partido Centro Democrático 
Departamento de Antioquia 
 
 
 
 
 
FABIO FERNANDO ARROYAVE RIVAS 
Ponente 
Representante a la Cámara por el Partido Liberal 
Departamento Valle del Cauca 
 

 

Los abajo firmantes  declaramos que hemos revisado con diligencia el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones legales vigentes y por lo tanto,  lo 
presentamos para la firma. 
 
Proyectó: 

Emma Elizabeth Revelo Molina   
 
Fecha:  27 de mayo de 2021 
 

Revisó Alexander Beleño Urrea  

 
 

 
 

 
 

CÁMARA DE REPRESENTANTES -  COMISIÓN TERCERA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

(ASUNTOS ECONÓMICOS) 
 
 
 
 
Bogotá D.C., 27 de mayo de 2021.  En la fecha se recibió en esta 
Secretaría el Informe de Ponencia positiva para Primer Debate del 
Proyecto de Ley No.605 de 2021 Cámara: “POR MEDIO DEL CUAL 
SE ENALTECE EL PAISAJE CULTURAL CAFETERO DE 
COLOMBIA – PCCC, SE ARTICULA CON LOS PLANES DE 
DESARROLLO DEPARTAMENTALES Y MUNICIPALES, Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, presentado por los 
Representantes a la Cámara JOHN JAIRO BERRIO LÓPEZ y  
FABIO FERNANDO ARROYAVE RIVAS, y se remite a la 
Secretaría General de la Corporación para su respectiva publicación 
en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el artículo 156 de la Ley 
5ª de 1992. 
 
 
La Secretaria General, 
 

 
 

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 
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SÍNTESIS DEL PROYECTO                                           
 
A través de este proyecto de Ley se reforman y adicionan algunos artículos 
a la Ley 1952 de 2019 Código General Disciplinario, se otorgan facultades 
jurisdiccionales a la Procuraduría, se hacen ajustes al procedimiento 
disciplinario, se consagra un nuevo procedimiento de juicio ordinario 
disciplinario, se incorpora nuevamente la figura de la caducidad como causal 
de la extinción de la acción disciplinaria, se hacen nuevos ajustes a la 
vigencia de la Ley 1952 de 2019, se otorgan facultades extraordinarias al 
Presidente de la República para  ampliar la planta de personal de la 
procuraduría General de la Nación, definir los términos y formas de elección 
de la sala disciplinaria que se debe conformar privilegiando el mérito y 
modificar el régimen de competencias internas de esta entidad. 
 

TRÁMITE DEL PROYECTO 
 
Autores: Procuradora General de la Nación Margarita Cabello Blanco  y 
Ministro del Interior Daniel Palacios.  
 
Proyecto Original: Gaceta No. 182 de 202. 
 
 

COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN DE PONENCIA 
 
Conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, el día 30 
de abril de 2021, fui designado ponente para primer debate del proyecto de 
ley de la referencia.  
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CONTENIDO DEL PROYECTO 
 
El proyecto de ley está integrado por cincuenta y tres (53) artículos descritos 
a continuación:  
 
          
ARTÍCULO  

CONTENIDO  

ARTÍCULO 1º  
 

Atribuye funciones jurisdiccionales a la Procuraduría 
General de la Nación.  

ARTÍCULO 2º  Establece los alcances de la conducta disciplinable.  
ARTÍCULO 3º Consagra las garantías del debido proceso disciplinario. 
ARTÍCULO 4º Elimina la modalidad de culpa determinadas conductas.  
ARTÍCULO 5º Establece los alcances del error de hecho.  
ARTÍCULO 6º Incorpora la caducidad como causal de extinción de la 

acción disciplinaria.  
ARTÍCULO 7º Define la caducidad de la acción disciplinaria. 
ARTÍCULO 8º Adiciona como criterio para determinar la gravedad de la 

falta disciplinaria la forma de culpabilidad.  
ARTÍCULO 9º Modifica las sanciones disciplinarias.  
ARTÍCULO 10º Define la sanción de amonestación.  
ARTÍCULO 11º Consagra como atenuante la ausencia de antecedentes.  
ARTÍCULO 12º Regula la competencia de la Procuraduría General de la 

Nación por la calidad del sujeto disciplinable.  
ARTÍCULO 13º Establece el principio de doble conformidad con el 

procedimiento disciplinario interno.  
ARTÍCULO 14º Regula el procedimiento disciplinario contra el Procurador 

General de la Nación.  
ARTÍCULO 15º Se establece la competencia de las salas disciplinarias.  
ARTÍCULO 16º Define la competencia disciplinaria del Procurador 

General.  
ARTÍCULO 17º Consagra la notificación personal del pliego de cargos.  
ARTÍCULO 18º Consagra la notificación del pliego de cargos y su variación 

por funcionario comisionado.  
ARTÍCULO 19º Establece la procedencia de la notificación por edicto del 

pliego de cargos.  
ARTÍCULO 20º Establece la comunicación del fallo absolutorio al quejoso.  
ARTÍCULO 21º Regula la oportunidad para interponer los recursos.  
ARTÍCULO 22º Regula lo relativo a la sustentación de los recursos.  
ARTÍCULO 23º Consagra la procedencia del recurso de reposición.  
ARTÍCULO 24º Regula la procedencia de la revocatoria directa del fallo 

absolutorio. 
ARTÍCULO 25º Define los requisitos de la aceptación de cargos.  
ARTÍCULO 26º Define la oportunidad y beneficios de la confesión o 

aceptación de cargos.  
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ARTÍCULO 27º Regula las atribuciones de policía judicial.  
ARTÍCULO 28º Establece los requisitos de la solicitud de nulidad.  
ARTÍCULO 29º Regula el término para resolver la solicitud de nulidad.  
ARTÍCULO 30º Regula la procedencia de la indagación previa.  
ARTÍCULO 31º Regula los efectos de las quejas falsas o temerarias.  
ARTÍCULO 32º Define los términos de la investigación.  
ARTÍCULO 33º Establece como contenido de la investigación disciplinaria 

la relación clara y sucinta de los hechos disciplinariamente 
relevantes en lenguaje comprensible.  

ARTÍCULO 34º Consagra la decisión de evaluación.  
ARTÍCULO 35º Regula la notificación del pliego de cargos.  
ARTÍCULO 36º Regula la fijación del juzgamiento a seguir en el nuevo 

modelo de proceso disciplinario.  
ARTÍCULO 37º Regula la solicitud de pruebas y descargos en el juicio 

ordinario.  
ARTÍCULO 38º Regula el término probatorio en el juicio ordinario.  
ARTÍCULO 39º Establece la procedencia de la variación de los cargos.  
ARTÍCULO 40º Regula el traslado para los alegatos de conclusión.  
ARTÍCULO 41º Regula el término para fallar y el contenido del fallo.  
ARTÍCULO 42º  Regula la notificación y apelación del fallo.  
ARTÍCULO 43º  Establece la citación a audiencia de pruebas y descargos.  
ARTÍCULO 44º  Regula lo relativo a la instalación de la audiencia.  
ARTÍCULO 45º  Establece las situaciones de renuencia.  
ARTÍCULO 46º  Regula el procedimiento de variación de los cargos.  
ARTÍCULO 47º  Regula lo relativo al traslado para alegatos de conclusión.  
ARTÍCULO 48º  Regula lo relativo a las pruebas en segunda instancia.  
ARTÍCULO 49º  Establece el alcance de la función jurisdiccional 

disciplinaria.  
ARTÍCULO 50º  Consagra facultades extraordinarias al Presidente de la 

República para ampliar la planta de personal, definir los 
términos y formas de elección de la sala disciplinaria que 
se debe conformar privilegiando el mérito y modificar el 
régimen de competencias internas de la Procuraduría 
General de la Nación.  

ARTÍCULO 51º  Regula la transitoriedad de los procesos en trámite.  
ARTÍCULO 52º  Establece el sentido de algunas expresiones de la Ley 

1952.  
ARTÍCULO 53º  Modifica la vigencia y derogatorias de la Ley 1952.  

 
 
 
 

CONFLICTO DE INTERESES  
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De conformidad con la Ley 2003 de 2019, al hacer un análisis de las disposiciones 
de este Proyecto de Ley se encuentra que en este proyecto de ley aplica lo previsto 
en el literal a) en relación con la ausencia de conflicto de intereses, que al respecto 
establece lo siguiente:  
 

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto 
legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir 
cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de 
los electores. 

 
De acuerdo con esto no se vislumbra prima facie la existencia de algún tipo de 
conflicto de intereses que deba inhibir a algún congresista de participar en la 
discusión y votación de esta iniciativa, sin perjuicio de la situación particular de algún 
legislador que deba ser puesta en conocimiento de las Comisiones Primeras 
Conjuntas para definir su impedimento o no.  
 

COMENTARIOS DEL PONENTE 
 

CONSIDERACIONES GENERALES 
 
Dentro de la estructura del Estado, la Procuraduría General de la Nación hace parte 
de los órganos autónomos en independientes, constituyendo junto con la 
Contraloría  los organismos de control, ejerciendo a su vez el Ministerio Público 
junto con la Defensoría del Pueblo. De acuerdo con esto, el otorgamiento de 
funciones jurisdiccionales de carácter permanente va en contravía de las 
competencias propias de esta entidad, definidas en la Constitución.  
 
El artículo 116 de la Constitución consagra la posibilidad de otorgar de forma 
excepcional funciones jurisdiccionales a determinadas autoridades administrativas, 
sin embargo la investigación y sanción disciplinaria de todos los funcionarios 
públicos del País, incluyendo los elegido popularmente y solo  con excepción de los 
aforados, no constituye una función excepcional, teniendo en cuenta que las 
funciones jurisdiccionales que ejerce actualmente la Procuraduría están 
relacionadas con aspectos y asuntos concretos como la práctica de pruebas, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 277 de la Constitución.  
 
En la exposición de motivos se pone como ejemplo la función disciplinaria que 
ejerce la Comisión Nacional de Disciplina judicial, sin embargo esta entidad hace 
parte de la Rama Judicial del poder público, razón por la cual la función disciplinaria 
que desempeñan se trata del ejercicio de una función jurisdiccional propiamente 
dicha.  
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Adicional a lo anterior, este proyecto de ley no cumple lo previsto en la sentencia de 
la Corte IDH en el caso Petro Urrego contra Colombia, esto por cuanto la 
competencia para destituir e inhabilitar funcionarios públicos de elección popular 
sigue estando en cabeza de una autoridad distinta a un juez. En este sentido el 
mencionado fallo establece lo siguiente:  
 

100. Tal como fue señalado con anterioridad, del artículo 23.2 de la Convención se 
desprenden los requisitos para que proceda la restricción de los derechos políticos 
reconocidos en el artículo 23.1 como consecuencia de una sanción de destitución e 
inhabilitación de un funcionario público democráticamente electo. En el caso de la 
sanción impuesta al señor Petro, ninguno de esos requisitos se cumplió, pues el 
órgano que impuso dicha sanción no era un “juez competente”, no hubo “condena” 
y las sanciones no se aplicaron como resultado de un “proceso penal”, en el que 
tendrían que haberse respetado las garantías judiciales consagradas en el artículo 
8 de la Convención Americana. Además, la sanción de destitución –aun cuando esta 
haya ocurrido por un período de un mes- constituyó una restricción a los derechos 
políticos tanto del funcionario democráticamente electo, que no pudo continuar 
ejerciendo su cargo, como una afectación a los derechos de aquellas personas que 
lo eligieron, y en general afecta la dinámica del juego democrático al constituir una 
alteración de la voluntad de los electores. 
 
113. Por otro lado, el Código Disciplinario Único prevé en sus artículos 44 y 45 la 
facultad de la Procuraduría para destituir e inhabilitar funcionarios públicos, y define 
las implicaciones de dichas sanciones en los siguientes términos: “a) La terminación 
de la relación del servidor público con la administración, sin que importe que sea de 
libre nombramiento y remoción, de carrera o elección, o b) La desvinculación del 
cargo, en los casos previstos en los artículos 110 y 278, numeral 1, de la 
Constitución, o c) La terminación del contrato de trabajo, y d) En todos los casos 
anteriores, la imposibilidad de ejercer la función pública en cualquier cargo o función, 
por el término señalado en el fallo, y la exclusión del escalafón o carrera”. La Corte 
ya concluyó anteriormente que una sanción de inhabilitación o destitución de un 
funcionario público democráticamente electo por vía de autoridad administrativa y 
no por “condena, por juez competente, en proceso penal”, es contraria al artículo 
23.2 de la Convención y al objeto y fin de la Convención (supra párr. 100). Por las 
mismas razones, la Corte concluye que el Estado incumplió con sus obligaciones 
previstas en el artículo 23 de la Convención, en relación con el artículo 2 del mismo 
instrumento, por la existencia y aplicación de las normas del Código Disciplinario 
Único que facultan a la Procuraduría a imponer dichas sanciones a funcionarios 
públicos democráticamente electos, como fue el caso del señor Petro. 

 
De acuerdo con estos apartes de la sentencia, es claro que hacer simplemente un 
cambio en la denominación de la competencia disciplinaria de la Procuraduría 
estableciendo que se le atribuyen funciones jurisdiccionales, así como reformar y 
adicionar algunos aspectos del procedimiento disciplinario, no garantiza el 
cumplimiento de lo establecido en el artículo 23-2 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos en relación con los servidores públicos de elección popular y la 
limitación del ejercicio de sus derechos políticos. Para este efecto es necesario 
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recordar además que la Corte IDH estableció en la precitada sentencia que si bien 
el contenido de los artículos 277 y 278 de la Constitución no es incompatible con la 
convención es bajo el entendido que la referencia a los funcionarios de elección 
popular está limitada únicamente a la potestad de vigilancia del Procurador1. 
 
Establece además la Corte IDH en este fallo reciente contra el Estado colombiano:  
 

111. La Corte recuerda que el artículo 2  de la Convención contempla el deber 
general de los Estados Partes de adecuar su derecho interno a las disposiciones de 
la misma para garantizar los derechos en ella consagrados. Este deber implica la 
adopción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas 
y prácticas de cualquier naturaleza  que entrañen violación a las garantías previstas 
en la Convención. Por otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 
conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías. En relación con los 
derechos reconocidos en el artículo 23 de la Convención, el deber de adecuar el 
derecho interno implica que las normas que prevén restricciones a los derechos 
políticos –o que facultan autoridades para su imposición- deben ajustarse a lo 
previsto en el artículo 23.2 del mismo instrumento (supra párrs. 90 al 98).  

 
En relación con esta obligación ha mencionado la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional que a partir de la obligación internacional establecida en el artículo 
2º de la Convención Americana de Derechos Humanos -integrada al bloque de 
constitucionalidad- en virtud de la cual los Estados se comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades 
reconocidos en dicha Convención. Es por eso que la Corte ha sostenido que “la 
efectividad de los derechos exige no solo su reconocimiento, sino también la 
configuración de mecanismos que impidan su violación o dispongan su 
restablecimiento cuando esta ya se ha producido2 (…)” (Énfasis adicionado) 
 
De acuerdo con esta interpretación jurisprudencial interna que da alcance al 
contenido de la Convención Americana de Derechos Humanos, los derechos 
reconocidos en este instrumento internacional, como es el caso del ejercicio de los 
derechos políticos y sus limitaciones en forma excepcional, deben ser garantizados 
y protegidos con los adecuados ajustes normativos que hagan eficaz este ejercicio, 
garantizando además que la limitación a la participación en política se dé en el 
marco del pleno ejercicio de este derecho en un Estado democrático sin que sean 
admisibles herramientas subrepticias para hacer nugatorio el derecho a ser elegido 
(artículo 40 Constitución Política). 
 
En este mismo sentido, en la Sentencia de la Corte IDH del caso Castañeda Gutman 
contra México, reiteró este organismo internacional de protección de los Derechos 
                                                      
1 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CASO PETRO URREGO VS. COLOMBIA SENTENCIA DE 8 
DE JULIO DE 2020, página 44.  
2 Corte Constitucional Sentencia C-588 de 2019. 
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Humanos en relación con la importancia del principio democrático para los países 
que hacen parte de la Organización de los Estados Americanos:  
 

141. Los derechos políticos  consagrados en la Convención Americana, así 
como en diversos instrumentos  internacionales, propician el fortalecimiento 
de la democracia y el pluralismo  político. Este Tribunal ha expresado que 
“[l]a democracia representativa es  determinante en todo el sistema del que 
la Convención forma parte”, y  constituye “un ‘principio’ reafirmado por los 
Estados americanos en la Carta de  la OEA, instrumento fundamental del 
Sistema Interamericano”. 
 
143. La Corte considera que el  ejercicio efectivo de los derechos políticos 
constituye un fin en sí mismo y, a  la vez, un medio fundamental que las 
sociedades democráticas tienen para  garantizar los demás derechos 
humanos previstos en la Convención. 

 
Por otra parte, el proyecto que se somete a consideración del Congreso para dar 
cumplimiento al fallo contra el Estado colombiano, tampoco hace distinción a los 
procesos disciplinarios que se adelantan en el marco de la lucha contra la 
corrupción3 para lo cual la Corte IDH admitió incluso un mayor margen de actuación 
en materia disciplinaria, toda vez que la lucha contra la corrupción también se deriva 
de obligaciones y compromisos internacionales del Estado colombiano. 
 
Finalmente es necesario tener en cuenta la diferencia entre el control de 
convencionalidad y el bloque de constitucionalidad, como recientemente lo recordó 

                                                      
3 106. El Consejo de Estado expresó que la anterior conclusión obedecía a dos razones: la “primera, porque al 
no ser sancionado el señor Petro por una conducta que constituyera un acto de corrupción, la Procuraduría 
General de la Nación contravino una disposición de rango superior (artículo 23.2 convencional) que obliga, por 
vía del principio pacta sunt servanda, a su ineludible observancia por parte de los Estados miembros de la 
Convención [...]”, y la  “segunda, porque el artículo 23.2 convencional supone la preservación del principio 
democrático y la preponderancia del derecho a elegir que tienen los ciudadanos de Bogotá en observancia del 
principio de soberanía popular”. De esta forma, razonó que el Procurador carecía de competencia para 
imponer una sanción que implicó la destitución y la inhabilidad general del señor Petro debido a que sus 
acciones u omisiones, si bien podrían ser contrarias a derecho, no constituyeron actos de corrupción.  
108. En ese sentido, la Corte considera que la decisión del Consejo de Estado constituyó un adecuado y 
oportuno control de convencionalidad de las sanciones de destitución e inhabilitación impuestas en contra del 
señor Petro por parte de la Procuraduría, en tanto cesó y reparó las violaciones a los derechos políticos que 
ocurrieron en perjuicio del señor Petro como resultado de dichas sanciones. El Consejo de Estado tomó debida 
consideración de los estándares desarrollados por este Tribunal en relación con los límites a las restricciones 
permitidas por el artículo 23.2 de la Convención, para así garantizar adecuadamente los derechos políticos del 
señor Petro al: a) declarar la nulidad de dicha sanción; b) ordenar el pago de los salarios dejados de percibir 
por el tiempo separado de su cargo; c) ordenar la desanotación de las sanciones impuestas; y d) exhortar al 
gobierno a realizar las reformas dirigidas a lograr la compatibilidad de las facultades del Procurador con el 
artículo 23 de la Convención Americana. Idem. 
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la Corte Constitucional en Sentencia C-146/214, razón por la cual por vía del bloque 
de constitucionalidad en sentido estricto5 las normas de Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos  contenidas en los tratados y convenios internacionales 
suscritos por Colombia hacen parte integral del texto constitucional de lo que se 
deriva su obligatorio cumplimiento, más que por vía convencional,  con base en el 
principio de supremacía de la Constitución.  
 
Observaciones del contenido específico del Proyecto de Ley  
 
En el artículo 1º, que reforma el artículo 2º de la Ley 1952 de 2019 – Código General 
Disciplinario, se establece que la Procuraduría General de la Nación cumplirá 
funciones jurisdiccionales y a su vez se establece que las decisiones sancionatorias 
serán susceptibles de control ante la Jurisdicción Contencioso – administrativa, en 
este sentido los actos jurisdiccionales no son susceptibles de acción contencioso 
administrativa de conformidad con lo previsto en la sentencia C-244 de 1996 que 
dando alcance a lo previsto en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, 
estableció:  
 

Las providencias que en materia disciplinaria se dicten en relación con 
funcionarios judiciales son actos jurisdiccionales no susceptibles de acción 
contencioso administrativa 

 
Si se entiende que la sanción se emite en el marco de un proceso judicial no hay 
lugar a un control jurisdiccional, eventualmente procedería un recurso extraordinario 
y si antes bien se entiende que la decisión es objeto de control por vía de nulidad, 
sigue siendo un proceso de carácter administrativo y no se estaría cumpliendo en 
ninguna medida con el mencionado fallo de la Corte IDH. 
 
En el artículo 12 del Proyecto que modifica el artículo 92 de la Ley 1952 de 2019 se 
reitera la competencia disciplinaria de la Procuraduría en relación con los servidores 
públicos de elección popular, sin hacer ninguna distinción en relación con las 
conductas cometidas conforme lo establecido en el precitado fallo, que además 
estableció claramente que la competencia constitucional del Procurador General de 
la Nación en relación con los servidores públicos de elección popular es de vigilancia 
y de vigilancia y control para los demás servidores públicos.  
 
En el artículo 53, en el parágrafo transitorio se establece que en todos los procesos 
en los cuales se investiguen servidores de elección popular se adoptarán las 
medidas internas para garantizar que el funcionario que formule el pliego de cargos 

                                                      
4 En este sentido recordó la Corte Constitucional que el bloque de constitucionalidad exige que tanto la Carta 
Política como la Convención sean interpretadas acorde con el avance sobre los estándares mínimos de 
reconocimiento y protección de los derechos humanos que en el Sistema Interamericano se dirigen a 
fortalecer de manera esencial y no solo en el aspecto formal, nuestros aún incipientes modelos democráticos.  
5Constitución Política, artículo 93 inciso 1º.  
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no sea el mismo que profiera el fallo, esta medida transitoria también resulta 
insuficiente para garantizar las obligaciones del Estado colombiano como parte de 
la Convención Americana de Derechos Humanos toda vez que se reitera la 
competencia de un funcionario de carácter administrativo en la limitación del 
ejercicio de los derechos políticos de una persona elegida popularmente, esto en 
contravía del derecho a elegir y ser elegido. 
 
En relación con las facultades extraordinarias con las que se reviste al Presidente 
de la República para ampliar la planta de personal, definir los términos y formas de 
elección de la sala disciplinaria que se debe conformar privilegiando el mérito y 
modificar el régimen de competencias internas de la Procuraduría General de la 
Nación, así como para realizar las modificaciones presupuestales necesarias para 
financiar los gastos de funcionamiento e inversión con el fin de garantizar la 
implementación y aplicación del procedimiento que se crea en esta ley, esta 
disposición demuestra que es posible utilizar otras alternativas para cumplir lo 
establecido en el fallo de la Corte IDH, teniendo en cuenta que habrá apropiaciones 
presupuestales adicionales que pueden ser destinadas al fortalecimiento de la 
Rama Judicial para que sean los jueces de la República quienes ejerzan la potestad 
disciplinaria contra los servidores públicos de elección popular, salvo los casos de 
corrupción.  
 
En relación con los términos y formas de elección de la sala disciplinaria, esto no 
puede ser objeto de regulación por parte del legislador extraordinario teniendo en 
cuenta que la creación de esta sala, que en el artículo 15 del proyecto se nombra 
en plural, busca entre otras cosas garantizar el derecho al debido proceso de los 
investigados disciplinariamente, conforme lo previsto en el artículo 29 de la 
Constitución, razón por la cual todo lo relacionado con su creación y puesta en 
marcha debe ser objeto de la suficiente deliberación democrática.  
 
Conclusión General  
 
Este proyecto de ley es insuficiente para cumplir con los compromisos del Estado 
colombiano en relación con la Convención Americana de Derechos Humanos, 
particularmente en lo que tiene que ver con el ejercicio y limitación de los derechos 
políticos, interpretados en forma específica en la sentencia del caso Petro Urrego 
contra Colombia y en otros fallos similares como el caso López Mendoza contra 
Venezuela y Castañeda Gutman contra México.  
 
Cambiar el nombre de la competencia disciplinaria de la Procuraduría para decir en 
forma llana a través del Código General Disciplinario que ejercerá funciones 
jurisdiccionales, con algunos ajustes al procedimiento disciplinario, pero 
manteniendo igualmente  el control jurisdiccional a decisiones que se dicen 
igualmente jurisdiccionales, sigue siendo una normatividad incompatible con lo 
previsto en el artículo 23-2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
que el Estado colombiano se comprometió a cumplir de buena fe y que debido a un 
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incumplimiento previo, solo resuelto por vía jurisdiccional a través del Consejo de 
Estado6, generó una sanción para el Estado colombiano, situación que no se está 
remediando a través de esta iniciativa legislativa.  
 

PROPOSICIÓN 
 
Por las anteriores consideraciones, solicito a los miembros  de las Comisiones 
Primeras conjuntas del Senado de la República y la Cámara de Representantes, 
ARCHIVAR el Proyecto de Ley 423 de 2021 Senado - 595 de 2021 Cámara “Por 
medio de la cual se reforma la Ley 1952 de 2019 y se dictan otras disposiciones”. 

 
Cordialmente, 
 

 
 
 
 

ROY BARRERAS       
Ponente     
 
 
 

                                                      
6 Sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado de 15 de noviembre 
de 2017. 
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NO. 473 
DE 2020 CÁMARA – 012 DE 2019 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA UNA 
EXENCIÓN LEGAL PARA EL PAGO DE LAS TARIFAS DEL EXAMEN DE ESTADO DE 

LA EDUCACIÓN MEDIA SABER 11” 
 
1. Antecedentes 

 
El presente proyecto de Ley, de autoría de la Honorable Senadora María del Rosario Guerra 
de la Espriella, fue presentado ante la Secretaría del Honorable Senado de la República el 
23 de julio de 2019, se procedió con la publicación del mismo en la Gaceta No. 659 de 
2019; posteriormente fue remitido por competencia y de acuerdo a su objeto a la Comisión 
Sexta Constitucional del Senado de la República, cuya Mesa Directiva designó a la 
Honorable Senadora Ruby Helena Chagüi como ponente para primer debate.  
 
En desarrollo al trámite legislativo, se rindió ponencia positiva para primer debate, la cual 
fue publicada en la Gaceta del Congreso N° 1025 de 2019, siendo discutida y aprobada por 
unanimidad con las modificaciones propuestas en el pliego de modificaciones en la sesión 
ordinaria del 06 de noviembre de 2019 en la Comisión Sexta Constitucional del Senado de 
la República. 
 
Posteriormente, mediante oficio suscrito por la Secretaría de la Sexta Constitucional del 
Senado de la República, se designó como ponente para segundo debate a la Honorable 
Senadora Ruby Helena Chagüi, el texto de ponencia para segundo debate fue publicado 
en la Gaceta del Congreso No 1170 de 2019, siendo discutida y aprobada en la sesión 
ordinaria del 11 de noviembre de 2020 en la Comisión Sexta Constitucional del Senado de 
la República. 
 
Más adelante, en la Cámara de Representantes le fue asignado a este proyecto de Ley el 
número 473 de 2020, siendo remitido por competencia a la Comisión Sexta Constitucional 
de la Cámara de Representantes, cuya Mesa Directiva designó como ponente para primer 
debate al Representante a la Cámara Milton Hugo Angulo Viveros. 
 
Acto seguido, el texto de ponencia para primer debate en Cámara fue publicado en la 
Gaceta del Congreso No 342 de 2021, siendo discutida y aprobada en la sesión ordinaria 
del 26 de mayo de 2021 en la Comisión Sexta Constitucional de la Cámara de 
Representantes. 
 
Finalmente, el 27 de mayo de 2021, la Mesa Directiva de la Comisión Sexta Constitucional 
de la Cámara de Representantes designó como ponente para segundo debate al 
Representante a la Cámara Milton Hugo Angulo Viveros. 
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2. Objeto 
 

El presente proyecto de Ley tiene como objetivo la creación de una exención legal para el 
pago de las tarifas del examen de Estado de la Educación Media- Saber 11, para las 
personas inscritas para realizar el examen de Estado de la educación media- Saber 11, 
que sean menores de 21 años, que aparezcan como incluidas en el Registro Único de 
Víctimas de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y pertenezcan 
a los grupos A, B y C  del Sisbén IV, que corresponden a población pobre extrema, pobre 
y vulnerable. Esto con el fin de facilitar el acceso a educación superior de personas que 
se encuentran en situación de vulnerabilidad, teniendo en cuenta que para ello es requisito 
indispensable la previa presentación de este examen. 
 
3. Justificación 

 
El examen SABER 11 es una evaluación estandarizada que se realiza semestralmente 
por el ICFES, y tiene los siguientes objetivos: seleccionar estudiantes para su ingreso a la 
educación superior, monitorear la calidad de la formación que ofrecen los establecimientos 
de educación media y producir información para la estimación del valor agregado de la 
educación superior. De esta forma, la presentación de este examen es un requisito 
indispensable para acceder a la educación superior1. 
 
El Estado Colombiano tiene deberes y compromisos nacionales e internacionales con 
respecto a la Educación Superior. Por un lado, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos dispone en el artículo 26 que toda persona tiene derecho a la educación. 
Asimismo, que “La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso 
a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.” Por 
otro lado, el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 13 
consagra el reconocimiento del derecho de toda persona a la educación y el deber de los 
Estados Partes con respecto a la educación superior de hacerla accesible a todos “sobre 
la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita”. 
 
Ahora bien, el artículo 67 de nuestra Constitución Política consagra el derecho 
fundamental a la educación al disponer que además de ser un derecho de la persona, es 
un servicio público que tiene una función social. Con ella se busca el acceso al 
conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. De 
igual forma, este artículo consagra la responsabilidad concurrente del Estado, la sociedad 
y la familia en la educación. También, el artículo 69 dispone en su inciso cuarto que el 
Estado “facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las 
personas aptas a la educación superior”. 

 
1 ICFES 2018, Informe nacional de resultados Saber 11 2014 II - 2017 II. 
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En este mismo sentido y de forma más específica, el derecho a la educación superior ha 
sido reconocido como un derecho fundamental y progresivo por la Corte Constitucional, 
en tanto guarda una estrecha relación no sólo con la educación, sino también con los 
principios fundamentales de la dignidad y autonomía humana. El alto Tribunal ha 
determinado en distintas ocasiones que el Estado Colombiano tiene la obligación de 
adoptar medidas para la realización de este derecho. De esta forma, la progresividad del 
mismo se encuentra determinada por: 
 
i) la obligación del Estado de adoptar medidas, en un plazo razonable, para lograr 

una mayor realización del derecho, de manera que la simple actitud pasiva de éste 
se opone al principio en mención (aquí encontramos la obligación del Estado de 
procurar el acceso progresivo de las personas a las Universidades, mediante la 
adopción de ciertas estrategias, dentro de las cuales encontramos facilitar 
mecanismos financieros que hagan posible el acceso de las personas a la 
educación superior, así como la garantía de que progresivamente el nivel de cupos 
disponibles para el acceso al servicio se vayan ampliando); 

ii) la obligación de no imponer barreras injustificadas sobre determinados grupos 
vulnerables y 

iii) la prohibición de adoptar medidas regresivas para la eficacia del derecho 
concernido2. 

 
De esta forma, la garantía de este derecho está a cargo del Estado. Esto significa que, si 
bien no existe una obligación directa de procurar el acceso inmediato de todas las 
personas a educación superior, el Estado no queda eximido de su responsabilidad de 
procurar un acceso progresivo de las personas al sistema educativo. 
 
La presente iniciativa busca que haya una mayor facilidad en el acceso a educación 
superior para un grupo vulnerable y de especial protección constitucional, esto es, el de 
las personas que se encuentren incluidas en el Registro Único de Víctimas y que, tengan 
un puntaje inferior a 60 en el SISBEN. El proyecto acude a la definición de víctima que 
trae la Ley 1448 de 2011, en donde se considera víctimas aquellas personas “que 
individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de 
enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, 
ocurridas con ocasión del conflicto armado interno”. Asimismo, se dispone que también 
son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente y familiar en primer grado 
de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 
muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo son los que se encuentren en el 
segundo grado de consanguinidad ascendente, al igual que las personas que hayan 

 
2 Corte Constitucional, Sentencia T-068 de 2011 
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sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la 
victimización. 
 
La Ley 1448 de 2011 también creó la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas como una entidad con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonial. Esta tiene por objetivo coordinar el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a las Víctimas y la ejecución e implementación de la Política Pública 
de Atención, Asistencia y Reparación Integral a las mismas en los términos establecidos 
en la Ley. Asimismo, es la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas 
(RUV).  
 
Para ser parte de este registro las víctimas debían presentar una declaración ante el 
Ministerio Público en un término de 4 años desde la promulgación de la Ley, si fueron 
víctimas con anterioridad a este momento y de 2 años desde la ocurrencia del hecho 
quienes son victimizados con posterioridad a la vigencia de la Ley. Una vez se presenta 
la solicitud de registro ante el Ministerio Público, la Unidad realiza la verificación de los 
hechos victimizantes contenidos en la misma y con fundamento en la información 
contenida en la solicitud y de la información recaudada en la verificación, adopta la 
decisión de otorgar o denegar el registro, en un término máximo de 60 días hábiles. De 
esta forma, una vez la víctima es registrada, puede acceder a las medidas de asistencia y 
reparación previstas en la Ley. La inclusión de la persona en el Registro Único de Víctimas 
basta para que las entidades presten las medidas de asistencia, atención y reparación que 
correspondan según el caso (Arts. 155-156). 

 
Ahora bien, con respecto al estatus de las víctimas en el ordenamiento jurídico, el Tribunal 
Constitucional ha sostenido en reiterada jurisprudencia que las víctimas son sujetos de 
especial protección constitucional en virtud de su condición de vulnerabilidad, por lo que 
merecen un trato especial por parte del Estado y de las autoridades: 
 

[L]a Corte Constitucional ha afirmado que las víctimas del conflicto armado interno 
representan uno de los sectores más frágiles dentro de la sociedad y en la 
mayoría de los casos se encuentran en situación de extrema vulnerabilidad. En 
efecto, no cabe duda que las víctimas del conflicto armado interno por la violación 
masiva de sus derechos constitucionales, adquieren el estatus de sujetos de 
especial protección constitucional, lo que apareja de suyo el deber perentorio del 
Estado de atender con especial esmero y prontitud todas sus necesidades, hacer 
valer sus derechos y salvaguardar su dignidad humana. Al respecto esta 
Corporación ha considerado que “…las víctimas de la violencia dentro de un 
conflicto armado interno, se encuentran en situación de extrema vulnerabilidad y, 
en tal sentido, demandan un trato especial por parte de las autoridades públicas, 
las cuales deben brindarle la ayuda necesaria para que recuperen sus 
condiciones mínimas de subsistencia. Por lo anterior, resulta pertinente extender 

 

6 
 

a estos casos las consideraciones que esta Corporación ha hecho respecto de 
los desplazados.3 

 
La Corte también ha afirmado que distintos derechos integran el mínimo prestacional que 
debe ser satisfecho por el Estado con respecto a las víctimas. Uno de ellos es, frente al 
caso de los niños en situación de desplazamiento, el derecho a la educación básica hasta 
los 15 años (artículo 67, inciso 3, C.P.). En este sentido, el Estado se encuentra obligado, 
como mínimo, a garantizar la provisión de un cupo escolar a cada niño desplazado en 
edad de educación obligatoria en un establecimiento educativo público. Es decir, la 
obligación mínima del Estado en relación con la educación de los niños desplazados es la 
de garantizar su acceso a la educación a través de la provisión de los cupos que sean 
necesarios en entidades públicas o privadas de la zona4 . 
 
Víctimas en Colombia 
 
A 1 de junio de 2019 según las cifras de la Unidad de víctimas en el Registro Único de 
Víctimas- RUV hay un total de 8.839.146 personas víctimas. De estas 8.463.875 son 
personas víctimas de la violencia y 375.271 son víctimas reconocidas por sentencias (en 
cumplimiento de la Sentencia C-280 de 2013 y Auto 119 de 2013). 
 
El rango de edad en el que se distribuyen las víctimas del conflicto armado es el siguiente: 
 

Edad Actual Personas 
Entre 0 y 5 años 360.094 
Entre 12 y 17 años 1.016.957 
Entre 18 y 28 años 1.868.760 
Entre 29 y 60 años 3.212.515 
Entre 6 y 11 años 837.906 
Entre 61 y 100 años 893.576 
Sin información 274.067 

 
Los hechos victimizantes se distribuyen de la siguiente forma: 
 

Hecho Personas 
Abandono o Despojo Forzado de 
Tierras 

10.920 

Acto terrorista/Atentados/Combates/ 
Hostigamientos 

82.161 

 
3 Sentencia C-609 de 2011. M.P: Jorge Iván Palacio 
4 Sentencia C-609 de 2011. M.P: Jorge Iván Palacio 
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Amenaza 410.208 
Confinamiento 24.079 
Delitos contra la libertad y la integridad 
sexual 

27.956 

Desaparición forzada 172.571 
Desplazamiento 7.508.384 
Homicidio 1.008.371 
Lesiones Personales Fisicas 7.955 
Lesiones Personales Psicológicas 15.658 
Minas antipersonales/Munición sin 
explotar/Artefacto explosivo 

11.500 

Perdida de Bienes Muebles o 
Inmuebles 

115.023 

Secuestro 36.949 
Sin información 2.808 
Tortura 10.672 
Vinculación de Niños Niñas y 
Adolescentes 

7.559 

 
Con respecto a las víctimas reconocidas por sentencia. Se tiene la siguiente distribución 
con respecto a la edad: 
 
 

Edad actual Personas 
Entre 0 y 5 años 18.806 
Entre 12 y 17 años 56.800 
Entre 18 y 28 años 84.707 
Entre 29 y 60 años 129.409 
Entre 6 y 11 años 58.433 
Entre 61 y 100 
años 

23.450 

Sin información 3.666 
 
De igual forma, los hechos victimizantes se distribuyen de la siguiente forma: 
 

Hecho Personas 
Abandono o Despojo Forzado de Tierras 133 
Acto terrorista/Atentados/Combates/ Hostigamientos 2.312 
Amenaza 53.835 
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Confinamiento 428 
Delitos contra la libertad y la integridad sexual 1.427 
Desaparición forzada 1.484 
Desplazamiento 367.406 
Homicidio 13.767 
Lesiones Personales Físicas 357 
Lesiones Personales Psicológicas 133 
Minas antipersonal/Munición sin explotar/Artefacto explosivo 29 
Perdida de Bienes Muebles o Inmuebles 2.747 
Secuestro 297 
Sin información 15 
Tortura 216 
Vinculación de Niños Niñas y Adolescentes 88 

 
Prueba Saber 11 en Colombia 
 
El Examen de Estado Saber 11 es presentado por tres tipos de personas: 

• Estudiantes: Se compone de las personas que presentan el examen a través de 
una institución educativa y están en el último año de educación media. 

• Validantes: Se compone de las personas que presentan el examen para validar 
su bachillerato. 

• Individuales: Se compone de las personas que presentan el examen de forma 
individual y no a través de una institución educativa. Por lo general, estos 
examinandos son estudiantes ya graduados. 

 
A continuación, se mostrará información de la población de estudiantes evaluada en el 
periodo entre 2015 y 2017: 
 

Población de estudiantes evaluada por año: 
 

Semestre Año Estudiant
es 

I 2015 25.944 
 2016 13.065 
 2017 12.933 

II 2014 544.536 
 2015 542.450 
 2016 548.214 
 2017 546.278 
ICFES 2018, Informe nacional de resultados Saber 11 2014 II - 2017 II. 
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Población evaluada por tipo de establecimiento 
 

Semestre Año Oficial Rural Oficial 
Urbano 

Privado 

I 2015 209 1474 24.261 
 2016 - - 13.65 
 2017 - - 12.933 

II 2014 69.441 336.750 138.306 
 2015 71.134 332.904 138.387 
 2016 73.094 338.264 136.858 
 2017 76.935 334.526 134.817 
ICFES 2018, Informe nacional de resultados Saber 11 2014 II - 2017 II. 

 
 
En el año 2018, el 25 de febrero (primer semestre) hubo un total de 92.537 citados para 
presentar la prueba SABER 11 y esta cifra fue de 662.183 para el 12 de agosto (segundo 
semestre), tal y como se muestra a continuación: 

 
SABER 11 calendario B (aplicada el 25 de febrero de 2018) 

 
Población citada: 92.537 

Población en condición de 
discapacidad: 

255 

Población en penitenciarias y 
correccionales: 

56 

Sitios de aplicación: 189 
Examinadores: 4977 

Apoyos a usuarios en condición de 
discapacidad: 

86 

Citados sesión 1: 95.537 
Presentes sesión 1: 86.285 
Ausentes sesión 1: 6.252 
Citados sesión 2: 92.537 

Presentes sesión 2: 86.198 
Ausentes sesión 2: 6.339 

ICFES, Informe de gestión 2018. 
 

Saber 11 Calendario A (Aplicada el 12 de agosto de 2018) 
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Población citada: 662.183 
Población en condición de 

discapacidad: 
2344 

Población en penitenciarias y 
correccionales: 

2430 

Sitios de aplicación: 1441 
Examinadores: 37.240 

Apoyos a usuarios en condición de 
discapacidad: 

1106 

Citados sesión 1: 662.018 
Presentes sesión 1: 643.235 
Ausentes sesión 1: 642.954 

 
4. Marco jurídico 
 
En materia de exámenes de Estado resulta pertinente traer a colación la Ley 1324 de 2009 
que fija los parámetros y criterios para organizar el sistema de evaluación de resultados 
de la calidad de la educación. Esta dispone que el Estado en el ejercicio de su función de 
inspección y vigilancia de la educación tiene el deber de valerse de exámenes de Estado 
y otras pruebas externas, para medir el nivel de cumplimiento de sus objetivos y buscar el 
mejoramiento continuo de la educación. El artículo 7° de la misma dispone que el 
Ministerio de Educación Nacional debe conseguir que se practiquen los Exámenes de 
Estado que serán los siguientes: 
 
a) Exámenes para evaluar oficialmente la educación formal impartida a quienes terminan 

el nivel de educación media; o a quienes deseen acreditar que han obtenido los 
conocimientos y competencias esperados de quienes terminaron dicho nivel. 

 
b) Exámenes para evaluar oficialmente la educación formal impartida a quienes terminan 

los programas de pregrado en las instituciones de educación superior. 
 
La práctica de estos exámenes es obligatoria en cada institución que imparta educación 
media y superior. Estos tienen como propósito evaluar si se han alcanzado o no, y en qué 
grado, los objetivos específicos que para cada nivel o programa. Además, se dispone que 
la presentación de los exámenes de Estado es requisito para ingresar a los programas de 
pregrado y obtener el título respectivo. 
 
El ICFES es una entidad estatal de carácter social del sector Educación Nacional, 
descentralizada, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, 
que se encuentra vinculada al Ministerio de Educación (Ley 1324 de 2009). A esta entidad 
le corresponde administrar en forma independiente la información resultante de los 
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Exámenes de Estado, y reportar los resultados a los evaluados, así como al Ministerio de 
Educación Nacional, a las entidades territoriales, a las instituciones educativas y el público 
general. Con base en estos resultados, el Ministerio y las entidades territoriales establecen 
bancos de proyectos de mejoramiento de la calidad de la educación, y pueden destinar 
recursos para financiarlos, de acuerdo con la reglamentación que para tal efecto 
establezca el Gobierno en cuanto a las prioridades para la asignación de recursos y los 
incentivos a las instituciones de educación básica y media que muestren mejoras. 
 
El artículo 7° de la Ley 1324 de 2009 también dispone que el ICFES, en la realización de 
los “Exámenes de Estado”, debe hacerlo en condiciones que cubran todos sus costos, 
según criterios de contabilidad generalmente aceptados. Estos costos se establecerán de 
acuerdo con la Ley 635 de 2000. Una parte o todos esos costos se recuperarán con precios 
que se cobren a los evaluados, según su capacidad de pago. El recaudo se hará siempre 
por cuenta y riesgo del ICFES e ingresará a su patrimonio. 
 
Ahora bien, la Ley 635 de 2000 establece el sistema y métodos que el ICFES debe usar 
para fijar tarifas por los servicios que presta. Esta Ley autoriza al Instituto para definir y 
recaudar las tarifas (Art. 1) y establece que servicios son objeto de cobro, entre los que 
están la realización de exámenes para la medición y evaluación educativa, así como el 
procesamiento y la producción de los resultados, expedición de diplomas, certificados y 
duplicados de resultados (Art. 2). La base para la liquidación de las tarifas será el costo 
de estos servicios. 
 
El artículo 4° determina las pautas técnicas para recuperar total o parcialmente los costos 
de los servicios prestados por el ICFES. De esta forma las tarifas se fijarán en salarios 
mínimos legales diarios o mensuales vigentes. Estas tarifas usan las siguientes pautas 
técnicas, teniendo en cuenta costos de operaciones y de programas de tecnificación: 
 

a) Elaboración y normalización de flujogramas para los diferentes procesos con 
el propósito de determinar sus rutinas; 
b) Cuantificación de los materiales, suministros y los demás insumos tecnológicos 
y de recurso humano, utilizados, anualmente, en cada uno de los procesos y 
procedimientos definidos en el literal anterior. Estos insumos deben incluir unos 
porcentajes de los gastos de administración general del Icfes o quien haga sus 
veces cuantificados siguiendo las normas y principios aceptados de contabilidad 
de costos; 
c) Valoración a precios de mercado de los insumos descritos en el literal anterior 
para cada uno de los procesos y procedimientos. Cuando uno de los 
procedimientos deba contratarse con terceros, se tomará el valor del servicio 
contratado; 
d) Valoración del recurso humano utilizado directamente en la prestación de 
servicio, tomando como base los salarios y prestaciones de la planta de personal 
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del Icfes o quien haga sus veces así como el valor de los contratos que se 
celebren para el efecto; 
e) Cuantificación de los costos y programas de tecnificación y modernización de 
la operación de los servicios; 
f) Estimación de las frecuencias de utilización de los servicios. La frecuencia se 
entiende como el número de operaciones o ejecuciones de cada uno de los 
servicios prestados por el Icfes o quien haga sus veces. 
 

La misma disposición establece que la definición de procedimientos y cuantificación de 
costos debe hacerse bajo parámetros de máxima eficiencia. Asimismo, el parágrafo 2° 
establece que: 
 

El ICFES o quien haga sus veces para fomentar la democratización en el acceso a 
la educación superior, fijara las tarifas del examen de estado para el ingreso a 
la educación superior con base en rangos que respondan a las condiciones 
socioeconómicas de los estudiantes de grado 11 según el valor mensual de 
la pensión escolar informada por cada plantel educativo. 
 

En este mismo sentido, en la norma se dispone que el pago de las tarifas estará a cargo 
de la persona natural o jurídica que solicite la prestación de los servicios ofrecidos por el 
Icfes (Art. 6). 
 
El Decreto 5014 de 2009 en sus artículos 6° y 9° establece las funciones de la Junta 
Directiva del ICFES y entre ellas contempla la de “Fijar las tarifas para la realización de los 
exámenes de Estado, y los demás servicios del Instituto Colombiano Para la Evaluación 
de la Educación -Icfes, teniendo en cuenta que estas cubran en forma completa los costos 
y gastos que ocasionen, según los principios de contabilidad generalmente aceptados, y 
teniendo en cuenta el parágrafo del artículo 4º de la Ley 635 de 2000”. De igual forma, se 
fija en cabeza del Director General la función de “Celebrar los contratos, ordenar los gastos 
y expedir los actos que sean necesarios para el cumplimiento de objetivos y funciones de 
la Empresa, con arreglo a las disposiciones legales y estatutarias”. 
 
Por lo anterior, se puede decir que las tarifas de los diferentes exámenes que aplica el 
ICFES se determinan en salarios mínimos diarios legales vigentes y cumpliendo 
determinados parámetros técnicos. Asimismo, se puede evidenciar que actualmente, la 
Ley 1324 de 2009, la Ley 635 de 2000 y el Decreto 5014 de 2009 no contemplan la 
exoneración del pago de derechos a la inscripción y prestación del examen SABER 11 en 
ningún caso. 
 
Para el 2019 el acto administrativo que regula las tarifas de los exámenes de estado es la 
Resolución No.713 del 26 de octubre de 2018, modificada por la 757 de noviembre de 
2018. En ella se contemplaron las siguientes tarifas para la prueba SABER 11: 

 

13 
 

 
Tarifas Examen de Estado de la Educación Media, Saber 11°. Año 2019 

 
Población Tarifa 

ordina
ria 
2019 

Tarifa 
ordinaria en 
SMDLV 2018 

Tarifa 
extraordinari

a 2019 

Tarifa 
Extraordinar

ia en 
SMDLV 

2018 
Colegios 
públicos 

 
45.000 

 
1.7 

 
68.500 

 
2.6 

 
Colegios 

privados rango 
I: Valor de 

pensión por 
estudiante 

menor o igual a 
98.000 

 
45.000 

 
1.7 

 
68.500 

 
2.6 

 
Colegios 

privados rango 
II: Valor de 

pensión por 
estudiante 

mayor a 98.000 

 
60.000 

 
2.3 

 
91.500 

 
3.5 

 
Bachilleres 
graduados 

(Individuales) 

 
60.000 

 
2.3 

 
91.500 

 
3.5 

 
La Resolución 757 de noviembre de 2018 incluyó las tarifas aprobadas para los exámenes 
extemporáneos. El ICFES podrá realizar aplicaciones extemporáneas de los exámenes, 
para lo cual se fijan las siguientes tarifas: 
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Examen Tarifa 
extemporánea 

2019 

Tarifa en 
SMDLV 

2018 
Saber 11 $ 137.500 5,3 
Validación $ 137.500 5,3 
Saber Pro y 
TyT 

$ 235.000 9,0 

Saber Pro 
Exterior 

$ 920.500 35,3 

 
 
Actualmente, el puntaje en el SISBEN no es un factor que según la Ley deba ser tenido 
en cuenta a la hora de determinar las tarifas, por lo que todas las personas 
independientemente de este, se rigen por el acto administrativo que el ICFES expide para 
cada vigencia. De hecho, el ICFES no cuenta con información relacionada con el SISBEN 
de los examinandos. Actualmente, en el formulario electrónico de inscripción se pregunta 
por el nivel socioeconómico del evaluado y para ello se solicita información del estrato de 
la vivienda familiar, pero no si se pertenece al SISBEN.5 
 
La Resolución 253 de 2017 del ICFES reglamenta el proceso de inscripción y aplicación 
del Examen de Estado Icfes - Saber 11. Allí se dispone, en primer lugar, que la inscripción 
para la presentación de los exámenes que realiza el Icfes es un proceso donde confluyen 
responsabilidades del Estado, las instituciones educativas, los padres de familia o 
representantes legales y el mismo examinando (Art. 3). Ahora bien, pueden aspirar a 
presentar este Examen los estudiantes que se encuentren finalizando grado undécimo y 
su proceso de inscripción lo realiza el establecimiento educativo. Sin embargo, quienes 
ya son bachilleres o quienes van a presentar el examen de validación, pueden aspirar a 
presentar el examen correspondiente y su proceso de inscripción lo realizarán de forma 
directa e individual (Art.9). Durante las fechas establecidas en el cronograma los 
establecimientos educativos deberán actualizar o registrar por primera vez la información 
que solicite el Directorio Único de Establecimientos Educativos (DUE) como el Sistema de 
Matrícula (SIMAT) del Ministerio de Educación Nacional. Esto les permitirá ingresar a la 
página web del Icfes para gestionar los estudiantes, registro de información, pagar el 
derecho de la presentación del examen, consultar las citaciones y consultar los resultados 
de sus estudiantes (Art.11). 
 
Asimismo, la mencionada Resolución establece en el artículo 14 que una vez el 
establecimiento educativo hubiere registrado la información de los aspirantes, se deberá 
realizar el pago del examen. Esta etapa es necesaria para completar el proceso de 

 
5 Respuesta a Derecho petición del ICFES con radicado 20195000032093 
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inscripción. El aspirante quedará inscrito cuando el banco reporte el pago al ICFES. De 
igual forma, el parágrafo 2° reza “Ningún aspirante está eximido del pago, salvo que exista 
una excepción legal o medie una orden judicial.” 
 
SISBÉN  

 
Ahora bien, el SISBÉN (Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de 
Programas Sociales) es una encuesta de clasificación socio económica, diseñada por el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), que sirve para para identificar los hogares, 
las familias o los individuos más pobres y vulnerables como potenciales beneficiarios de 
programas sociales, entre los cuales se encuentra la afiliación en salud al Régimen 
Subsidiado. El SISBÉN se utiliza para identificar de manera rápida y objetiva a la población 
en situación de pobreza y vulnerabilidad para focalizar la inversión social y garantizar que 
esta sea asignada a quienes más lo necesitan. El puntaje se calcula automáticamente 
dentro del aplicativo a partir de la información reportada por el hogar en la encuesta y es 
un valor entre 0 y 100.6 
 
Con la entrada en vigencia del Sisbén IV desde marzo de 2021, donde se incluyen mejoras 
en los procesos operativos y metodológicos. A partir de ahora los potenciales beneficiarios 
de los programas sociales se clasificarán en grupos denominados por letras y no por 
puntajes. 
 
En cada grupo los hogares están clasificados en subgrupos de la siguiente forma: 
 
Grupo A: comprende a hogares en situación de pobreza extrema. En este grupo los 
hogares estarán clasificados en 5 subgrupos, desde A1 hasta A5. 
Grupo B: corresponde a hogares en condición de pobreza moderada. Este grupo tendrá 7 
subgrupos desde el B1 hasta el B7. 
Grupo C: corresponde a hogares en condición de vulnerabilidad. Este grupo tendrá 18 
subgrupos desde el C1 hasta el C18. 
Grupo D: comprende hogares que no están en situación de pobreza.  Este grupo tendrá 
21 subgrupos desde el D1 hasta el D21. 
 
Esta versión del Sisbén tiene en cuenta tanto la calidad de vida como la capacidad de 
generación de ingresos de los hogares, con el fin de identificar a las personas con mayores 
carencias, mediante el análisis de las dimensiones de vivienda, salud, educación y 
mercado laboral, buscando así, que los subsidios lleguen a la población con mayores 
niveles de pobreza y vulnerabilidad. 
 
Además, para clasificar a la población, el Sisbén IV tendrá en cuenta las características 

 
6 Departamento Nacional de Planeación. Disponible en: https://www.sisben.gov.co/sisben/Paginas/Que- es.aspx 
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de la pobreza por departamentos, diferenciando sus zonas rural y urbana. Esto facilitará 
el diseño de programas sociales y la priorización de la atención en las áreas más 
rezagadas. 
 
Con el fin de beneficiar dentro de las víctimas a la población más vulnerable, el presente 
proyecto de Ley dispondrá que, además de estar incluido en el Registro Único de Víctimas, 
se deberá pertenecer a los grupos A, B y C del Sisbén IV. 
 
5. Pliego de modificaciones  

 
Este informe de ponencia para segundo debate en la Cámara de Representantes, presenta 
las siguientes modificaciones respecto al texto aprobado en primer debate en la Cámara de 
la República.  
 
 

Texto aprobado en primer 
debate en Cámara 

Texto propuesto para 
segundo debate en Cámara 

Justificación 

Artículo 1°. Objeto. La 
presente ley tiene por objeto 
crear una exención legal para el 
pago de las tarifas del Examen 
de Estado de la Educación 
Media- Saber 11, con el fin de 
facilitar a las víctimas de la 
violencia el acceso a la 
Educación Superior. 

No se sugieren 
modificaciones 

 
 
 
 
- 

Artículo 2°. Las personas 
inscritas para realizar el examen 
de Estado de la educación 
media- Saber 11, que sean 
menores de 21 años, que 
aparezcan como incluidas en el 
Registro Único de Víctimas de la 
Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las 
Víctimas y pertenezcan a los 
grupos A, B y C   del Sisbén 
IV, que corresponden a 
población pobre extrema, pobre 
y vulnerable, quedarán exentas   
el cobro del 100% de la tarifa del 

No se sugieren 
modificaciones 

 
 
 
 
 
 

- 
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Examen de Estado de la 
Educación Media - Saber 11. 
 
Parágrafo. Los beneficiarios 
solo podrán acceder por una 
sola vez a dicha exención 
Artículo 3°. La Unidad para la 
Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas, en coordinación 
con el Departamento Nacional 
de Planeación para lo 
relacionado con el Sisbén, 
deberá proporcionar 
al Ministerio de Educación 
Nacional, con base en la 
información registrada en 
el Sistema Integrado 
de Matrícula (SIMAT) y al 
Instituto Colombiano para la 
Evaluación de la Educación 
(ICFES) la información de los 
potenciales beneficiarios de la 
exención para lo 
correspondiente. 

  
 
 
 
 
 
 
 

- 

Artículo 4°. El Gobierno 
nacional, en cabeza del Instituto 
Colombiano para la Evaluación 
de la Educación (Icfes) 
reglamentará la operación de lo 
dispuesto en la presente ley.  

 
Parágrafo. El Instituto 
Colombiano para la Evaluación 
de la Educación no podrá 
utilizar lo dispuesto en la 
presente ley como justificación 
para aumentar el costo de la 
tarifa por concepto del Examen 
de Estado de la Educación 
Media Saber 11 a los 
estudiantes de colegios 
públicos. 

Artículo 4°. El Gobierno 
nacional, en cabeza del 
Instituto Colombiano para la 
Evaluación de la Educación 
(Icfes) reglamentará la 
operación de lo dispuesto en 
la presente ley.  

 
Parágrafo 1. El Instituto 
Colombiano para la Evaluación 
de la Educación no podrá utilizar 
lo dispuesto en la presente ley 
como justificación para aumentar 
el costo de la tarifa por concepto 
del Examen de Estado de la 
Educación Media Saber 11 a los 
estudiantes de colegios públicos. 
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Parágrafo 2. El Gobierno 
nacional, en cabeza del 
Ministerio de Educación 
Nacional, garantizará los 
recursos para la 
implementación de esta ley 
en consideración a la 
sostenibilidad financiera del 
ICFES 

Garantizar a través del 
Ministerio de educación 
la asignación de 
recursos que permitan 
estabilidad financiera 
del ICFES y su 
funcionamiento. 

Artículo 5°. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas 
aquellas que le sean contrarias. 

No se sugieren 
modificaciones 

 
- 

 
Proposición 

 
En mérito de lo expuesto, se rinde ponencia positiva y solicito a los Honorables miembros 
de la Plenaria de la Cámara de Representantes dar Segundo debate al Proyecto de Ley 
No. 473 de 2020 Cámara – 012 de 2019 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA 
UNA EXENCIÓN LEGAL PARA EL PAGO DE LAS TARIFAS DEL EXAMEN DE 
ESTADO DE LA EDUCACIÓN MEDIA SABER 11” conforme al texto presentado. 
 
 
 

 
 

MILTON HUGO ANGULO VIVEROS 
Representante a la Cámara 
Ponente 
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NO. 473 
DE 2020 CÁMARA – 012 DE 2019 SENADO  

 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA UNA EXENCIÓN LEGAL PARA EL PAGO DE 
LAS TARIFAS DEL EXAMEN DE ESTADO DE LA EDUCACIÓN MEDIA SABER 11” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto crear una exención legal para el 
pago de las tarifas del Examen de Estado de la Educación Media- Saber 11, con el fin 
de facilitar a las víctimas de la violencia el acceso a la Educación Superior. 
 
Artículo 2°. Las personas inscritas para realizar el examen de Estado de la educación 
media- Saber 11, que sean menores de 21 años, que aparezcan como incluidas en el 
Registro Único de Víctimas de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas y pertenezcan a los grupos A, B y C   del Sisbén IV, que corresponden a 
población pobre extrema, pobre y vulnerable, quedarán exentas   el cobro del 100% de 
la tarifa del Examen de Estado de la Educación Media - Saber 11. 
 
Parágrafo. Los beneficiarios solo podrán acceder por una sola vez a dicha exención 
 
Artículo 3°. La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en 
coordinación con el Departamento Nacional de Planeación para lo relacionado con el 
Sisbén, deberá proporcionar al Ministerio de Educación Nacional, con base en la 
información registrada en el Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT) y al Instituto 
Colombiano para la Evaluación de la Educación (ICFES) la información de los 
potenciales beneficiarios de la exención para lo correspondiente. 
 
Artículo 4°. El Gobierno nacional, en cabeza del Instituto Colombiano para la Evaluación 
de la Educación (Icfes) reglamentará la operación de lo dispuesto en la presente ley.  
 
Parágrafo 1. El Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación no podrá 
utilizar lo dispuesto en la presente ley como justificación para aumentar el costo de la 
tarifa por concepto del Examen de Estado de la Educación Media Saber 11 a los 
estudiantes de colegios públicos. 
 
Parágrafo 2. El Gobierno nacional, en cabeza del Ministerio de Educación Nacional, 
garantizará los recursos para la implementación de esta ley en consideración a la 
sostenibilidad financiera del ICFES. 
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Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
aquellas que le sean contrarias. 
 

 
MILTON HUGO ANGULO VIVEROS 
Representante a la Cámara 
Ponente 

 

 
 
 

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

REPRESENTANTES EN SESIÓN  DEL DÍA VEINTISEIS (26)  DE MAYO  DE 
2021, AL PROYECTO DE LEY No. 473 de 2020  CÁMARA – 012 DE 2019 

SENADO 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA UNA EXENCIÓN LEGAL PARA EL PAGO 
DE LAS TARIFAS DEL EXAMEN DE ESTADO DE LA EDUCACIÓN MEDIA 

SABER 11” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto crear una exención legal 
para el pago de las tarifas del Examen de Estado de la Educación Media- 
Saber 11, con el fin de facilitar a las víctimas de la violencia el acceso a la 
Educación Superior. 
 
Artículo 2°. Las personas inscritas para realizar el examen de Estado de la 
educación media- Saber 11, que sean menores de 21 años, que aparezcan 
como incluidas en el Registro Único de Víctimas de la Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas y pertenezcan a los grupos A, B y C   del 
Sisbén IV, que corresponden a población pobre extrema, pobre y vulnerable, 
quedarán exentas   el cobro del 100% de la tarifa del Examen de Estado de la 
Educación Media - Saber 11. 
 
Parágrafo. Los beneficiarios solo podrán acceder por una sola vez a dicha 
exención 
 
Artículo 3°. La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
en coordinación con el Departamento Nacional de Planeación para lo 
relacionado con el Sisbén, deberá proporcionar al Ministerio de Educación 
Nacional, con base en la información registrada en el Sistema Integrado 
de Matrícula (SIMAT) y al Instituto Colombiano para la Evaluación de la 
Educación (ICFES) la información de los potenciales beneficiarios de la 
exención para lo correspondiente. 
 
Artículo 4°. El Gobierno nacional, en cabeza del Instituto Colombiano para la 
Evaluación de la Educación (Icfes) reglamentará la operación de lo dispuesto 

 
 

en la presente ley.  
 
Parágrafo. El Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación no 
podrá utilizar lo dispuesto en la presente ley como justificación para aumentar 
el costo de la tarifa por concepto del Examen de Estado de la Educación Media 
Saber 11 a los estudiantes de colegios públicos. 
 
 
Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y 
deroga todas aquellas que le sean contrarias. 
 
CAMARA DE REPRESENTANTES. – COMISION SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE. 26 de mayo de 2021. – En sesión de la fecha fue aprobado 
en primer debate y en los términos anteriores el Proyecto de Ley No. 473 DE 
2020 CÁMARA – 012 DE 2019 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
CREA UNA EXENCIÓN LEGAL PARA EL PAGO DE LAS TARIFAS DEL 
EXAMEN DE ESTADO DE LA EDUCACIÓN MEDIA SABER 11”, (Acta No. 
040 de 2021) previo anuncio de su votación en sesión ordinaria del día 19 de 
mayo de 2021 según Acta No. 039 de 2021; respectivamente, en cumplimiento 
del artículo 8º del Acto Legislativo 01 de 2003.  
 
 
Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo 
debate en la plenaria de la Cámara de Representantes. 

 
 

OSWALDO ARCOS BENAVIDES 

Presidente 

 

 

DIANA MARCELA MORALES ROJAS 

Secretaria General 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
 

SUSTANCIACIÓN  
 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
 
 
Bogotá, D.C., 31 de mayo de 2021 
 
 
Autorizo la publicación del presente informe de ponencia para segundo debate, el 
pliego de modificaciones, el texto que se propone para segundo debate y el texto 
aprobado en primer debate del  Proyecto de Ley No 473 de 2020 CÁMARA – 
012 de 2019 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA UNA EXENCIÓN 
LEGAL PARA EL PAGO DE LAS TARIFAS DEL EXAMEN DE ESTADO DE LA 
EDUCACIÓN MEDIA SABER 11”.  
 
La ponencia para segundo debate fue firmada por el   Honorable Representante 
MILTON HUGO ANGULO VIVEROS.    
 
 
Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 – 326  / del 31 de mayo de 2021, se 
solicita la publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 
 
 
 

 
DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  
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